Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Son las 16:07). 


—La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios tiene el gusto de recibir a 
la ministra de industria, ingeniera Carolina Cosse; al subsecretario Guillermo Moncecchi; a la directora 
general del ministerio, María Fernanda Cardona; a la directora de energía, Olga Otegui; a la presidenta 
de Ancap, ingeniera Marta Jara, al vicepresidente de Ancap, Juan Carlos Herrera; y a los directores de 
Ancap Laura Saldanha, Juan Berti y economista Diego Labat. 


Como les habrán informado, fueron convocados para considerar dos temas. El primero refiere 
a una solicitud firmada por los senadores Bordaberry, Mieres y quien habla para que el ministerio y el 
directorio de Ancap nos informen acerca de las acciones correctivas llevadas adelante luego de los 
problemas de gestión constatados en las conclusiones de la comisión investigadora de Ancap. En ese 
sentido, nos gustaría conocer cuál ha sido la gestión del ente para tomar acciones correctivas al 
respecto. El segundo tema —y queremos dejar claro que vamos a considerar ambos- tiene que ver con 
el nuevo sistema de distribución de combustibles anunciado por el ministerio de industria y Ancap que 
empezaría a regir a partir del 1.2 de enero, con vencimientos de contratos a partir de mañana por lo 
que, obviamente, tiene una actualidad importante. 


Propongo empezar por el primer tema y luego pasar al segundo. No tenemos inconveniente 
de horario y la idea es que sea un intercambio dinámico. Como el tema de Ancap es muy amplio y, en 
general, los informes se hicieron por capítulos, más allá de las introducciones que quieran realizar la 
ministra y la presidenta de Ancap, después podríamos ir preguntando por algunos capítulos para hacer 
más ordenada la discusión. 


Con mucho gusto les cedemos la palabra para considerar el primer tema que, como dije, tiene 
que ver con las acciones correctivas en la gestión de Ancap. 


SEÑORA MINISTRA.- Muchas gracias por recibirnos; es un gusto visitar esta comisión. 


Estamos aquí para realizar aportes en función de lo que es nuestro trabajo y lo que son los 
intereses de nuestro país. En primer lugar, quisiera aclarar lo siguiente. Como ustedes saben, el año 
pasado el Poder Ejecutivo conformó una comisión interministerial de apoyo a la gestión de Ancap que 
analizó varios temas de su gestión y resultaron ser insumos para el directorio que asumió el año 
pasado. El nuevo directorio, en el devenir de su trabajo y el análisis realizado una vez instituido, tomó 
temas que la comisión de apoyo trabajó en conjunto y también profundizó en aspectos de la gestión de 
Ancap y las subsidiarias. 


Y en función de su trabajo, el equipo del directorio definió una serie de iniciativas para 
modificar, corregir o incluso cambiar algunos aspectos de la gestión. 


Solicito al señor presidente que autorice a la señora Marta Jara, presidenta de Ancap, para 
que describa las principales iniciativas llevadas adelante como consecuencia del trabajo del directorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la presidenta de Ancap, señora Marta Jara. 
SEÑORA JARA.- Buenas tardes. 


Nosotros hemos encarado varias acciones como consecuencia del diagnóstico de lo que 
hemos ido encontrando en Ancap. De esas acciones, evidentemente, todavía muchas no pueden 


arrojar frutos porque hace falta esfuerzo de cambios culturales, de inversiones, de establecer procesos, 
etcétera. Pero quiero mencionar algunas que ya se están ejecutando. 


Hay acciones que son transversales, que son puramente de gestión y otras que tienen que 
ver con líneas de negocios y costos. En primer lugar, en lo que refiere a la gestión interna, una de las 
primeras cosas que se hicieron fue eliminar un comité de dirección que recientemente fue reemplazado 
por una gerencia general que reporta directamente al directorio. Esto puede parecer algo 
intrascendente, pero según nuestra visión es un cambio de concepción muy profundo porque un 
comité, por definición, es un órgano donde se diluyen responsabilidades. De esta manera, ahora 
tenemos un gerente general que hemos seleccionado en forma muy competitiva, con credenciales muy 
interesantes, sobresalientes. Por el momento estamos muy satisfechos con la forma en que ha 
empezado a interactuar con nosotros. Creemos que, de esa forma, podremos tener un diálogo de 
mejor calidad y más fluido entre el directorio, la gerencia y, luego, toda la organización que le reporta. 


En cuanto a las subsidiarias —que en el esquema de funcionamiento de Ancap son muy 
importantes, tienen mucho peso—, hemos formulado una serie de lineamientos para todas las empresas 
subsidiarias, sobre todo para la formulación del presupuesto 2017. Además, se ha implementado un 
sistema de seguimiento de los resultados de cada empresa. 


Lo más importante aquí es que se están alineando las políticas y procedimientos de todas las 
subsidiarias de forma tal que respondan a una única estrategia del grupo Ancap. Esto, en cosas de 
tanto peso como por ejemplo la gestión financiera, ya ha dado muchos resultados. Se ha podido 
rescatar el capital atrapado en empresas subsidiarias para optimizar la deuda a nivel grupo y se han 
conseguido las mismas tasas para todas las empresas subsidiarias que antes no calificaban de la 
misma manera que la casa matriz. Como resultado hemos saldado 85:000.000 de deuda, lo que mucho 
tiene que ver con una optimización a nivel grupo. 


Existen otros aspectos que han resonado bastante como bolsones de ineficiencia que 
estamos tratando de atacar. En cuanto a la cantidad de personal, entre 2015 y 2016 se produjeron de 
forma natural, por retiro, 237 bajas, las que se han compensado con 39 altas de funcionarios. Según 
nuestras proyecciones, a noviembre de este año vamos a tener 2665 funcionarios versus un tope que 
fija la OPP equivalente a la cantidad que había al 1 de junio de 2015, de 2826. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando se refiere a bajas, ¿es por jubilaciones? 
SEÑORA JARA.- Así es, señor senador, por retiros. 


Estamos haciendo un esfuerzo junto con la Federación Ancap de replantearnos la forma en 
que se hacen las cosas para ver qué tipo de cambios estructurales se pueden hacer para alcanzar una 
organización más moderna y ágil. No se trata solo de un tema de cantidad sino también de calidad. El 
personal está haciendo muchas horas extras; en parte porque hay puestos que no están cubiertos, 
pero tal vez a partir de un dimensionado encontremos un equilibrio en cuanto a la cantidad de gente 
empleada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si entendí bien, la señora Jara hizo referencia a la Federación Ancap, a 237 
bajas, 39 altas y a un tope establecido por la OPP de la cantidad máxima de funcionarios. 


Por otra parte, hace unos días salió en la prensa un convenio con la Federación Ancap para 
el ingreso de 100 nuevos funcionarios. ¿Esto está firmado? ¿Está incluido acá? 


SEÑORA JARA.- No, señor senador. Los números que cité son los que tenemos hasta ahora, el tope 
que manejamos y comentaba que estamos trabajando para ver cómo llevar adelante la organización 
que necesitamos. En la actualidad, con el número de funcionarios con el que contamos, se están 
realizando muchas horas extras para posibilitar que se cumplan las guardias mínimas acordadas. Por 
ende, estamos mirando todo nuevamente junto con ellos para ver de qué forma se van a asignar esas 
cien vacantes que, en función del ritmo de jubilación que tenemos, consideramos que es un mínimo de 


gente que va a tener que ingresar porque, de lo contrario, no contaremos con operadores de logística, 
ni de refinación ni prevencionistas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Se nos dijo que había habido 237 bajas y 39 altas, ¿cómo se convierten en 
100 y en qué plazo? 


¿Esto se da solamente en Ancap o incluye a las empresas subsidiarias como, por ejemplo, 
ALUR? 


SEÑORA JARA.- Sólo en Ancap, señor senador. 
SEÑOR BORDABERRY.- El tema de los cien funcionarios, ¿en qué período se va a llevar a cabo? 


SEÑORA JARA.- Los ingresos en Ancap llevan bastante tiempo porque hay que revisar el reglamento 
—que ya lo estamos haciendo-, llamar a concurso, hacer la selección y decidir si ingresan a refinación. 
En este caso para dar el examen necesitan un curso que dura tres meses, por lo tanto, no le puedo 
decir cuánto tiempo necesitamos, pero consideramos que teniendo en cuenta esos plazos y los retiros 
que se van a dar naturalmente, es un número que va a tener que ingresar para mantener una operativa 
de confiabilidad y de seguridad que consideramos adecuada. Lo importante es cómo se define la 
asignación de esas 100 vacantes y, como siempre digo, no es solamente un tema de cantidad sino de 
calidad. 


SEÑOR MIERES.- Entonces, las 198 bajas —descontadas las altas— quedarían reducidas a 98 cuando 
ingresen esos 100 cargos nuevos. ¿Es así o van a seguir habiendo bajas? 


SEÑORA JARA.- ¡Claro! Hay que tener en cuenta que la distribución etaria de la población de Ancap 
tiene un sesgo importante hacia gente mayor. 


Sigo con el tema del mantenimiento. Estaba planeado tener dos paradas técnicas por 
mantenimiento mayor, una este año y otra más grande el año que viene. Eso se revisó y fue 
reprogramado para tener una única parada pasado el verano y la licencia de la construcción y se va a 
llevar a cabo en el 2017. Estimamos allí un ahorro del orden de los USD 10:000.000. 


Desde que comenzó el plan de adecuación financiera de Ancap en el 2014 las horas extras — 
que es otro tema que también estamos mirando con mucha atención— se redujeron en $ 110:000.000, y 
en el año 2016 en $ 60:000.000. Se emitieron resoluciones del directorio para tratar de 
controlar este tema, se limitaron las horas exclusivamente a las áreas operativas que, como ya les dije, 
son para guardias mínimas o extensión de horarios para despachar combustibles y ese tipo de cosas. 
En particular estamos mirando con lupa que no se realicen horas extras administrativas, por ejemplo, 
los fines de semana y se hace un seguimiento permanente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo una resolución del directorio de Ancap, de hace bastante tiempo, en la 
que se compromete a reducir el 25 % de las horas extras. Esto es de principio de 2015 o de febrero de 
2015. El 25 % es respecto al ejercicio anterior del 2014 que quizás fue un año en el que hubo más 
horas extras. ¿Se llegó a ese nivel de reducción o es un tema gradual que continúa? ¿A qué nivel de 
reducción se llegó? 


SEÑORA JARA.- La reducción de horas extras es un compromiso de gestión que, de hecho, no 
estamos alcanzando; si bien la tendencia es positiva no estamos alcanzándolo. La explicación se 
relaciona con lo que hablábamos hace unos minutos: necesitamos cubrir guardias mínimas que estén 
establecidas en los procedimientos vigentes y en los acuerdos de los convenios colectivos. Si no 
tenemos la gente suficiente debido a las bajas que se van produciendo debemos cubrirlos con horas 
extras, porque de lo contrario no despachamos, no producimos. Entonces, no estamos permitiendo las 
horas extras en áreas administrativas o que no se puedan considerar críticas, pero en otras actividades 
de la empresa no tenemos otra opción. De hecho creo que de parte de los trabajadores hay voluntad 
de que eso se reduzca porque tiene un impacto en la salud, en la calidad de trabajo y en la calidad de 


vida. Hay gente que está haciendo muchas horas extras de forma continua porque es la única forma de 
cubrir los roles. 


Entonces, ese dato forma parte de las cien vacantes que se deben asignar a lugares claves 
para cambiar este sistema de trabajo, pues es insostenible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿En qué porcentaje de reducción estarían en relación con el 25% previsto? 
SEÑORA JARA.- Estaríamos en un 16,5% respecto al 2014. 

SEÑOR BORDABERRY.- ¿En ese porcentaje se incluyen las horas extras? 

SEÑORA JARA.- Así es, señor senador. 

SEÑOR BORDABERRY.- De acuerdo con la información que se dio hoy, el porcentaje sería el 11%. 
SEÑORA JARA.- ¿A qué mes corresponde ese dato? 


SEÑOR BORDABERRY.- Esta es la información que se entregó hoy en un documento que apenas he 
tenido tiempo de revisar, pues me ha llegado hace muy poco. Lo cierto es que en este se habla de que 
la meta de reducción de horas extras era un 20% para el año 2014, pero se cumplió un 11%, ¿es así? 


SEÑORA JARA.- Ese documento se elaboró en atención a la agenda de la convocatoria de una 
comisión de la Cámara de Representantes, en la que se nos pidió explicaciones sobre el balance 2015. 
Por tanto, esos datos son de 2015. Al año 2016, lo que se logra es el 16,5% de ahorro versus 2014, 
hasta ahora, falta cerrar los datos correspondientes a todo el año. 


SEÑOR BORDABERRY.- Agradezco que me reitere el porcentaje de la meta establecida. 
SEÑORA JARA.- 20%, señor senador. 


Después, hay un paquete de gastos que llamamos gastos gestionables, en los que se 
incluyen rubros como publicidad, por ejemplo; es decir, gastos discrecionales que podemos decidir, 
porque no forman parte de los gastos estructurales ni responden a la demanda. 


A continuación citaré algunos números relacionados con ese tipo de gastos. Los gastos 
gestionables de 2014 expresados como pesos de 2016, fueron 4.948:000.000. En 2015, se ahorraron 
222:000.000 respecto a la suma anteriormente mencionada, lo que significa que se gastaron 
4.726:000.000 y, en 2016, se estima con base en las proyecciones de once meses, habrá un gasto de 
4.426.000.000, con lo que, respecto a 2014, se espera un ahorro de 500:000.000. 


Este es un pequeño resumen de las propuestas que empiezan a cristalizarse. 


Otra medida que estaremos concretando en los próximos días, tiene que ver con la reducción 
de costos de la distribución secundaria, rubro en el que esperamos obtener un ahorro de USD 
36:000.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito sugerir a la señora ministra que dejemos este último tema 
separado para luego abordarlo en profundidad como segundo punto, tal como hablamos hoy, y 
continuar con el tema Ancap. 


Hay una serie de medidas que van en el sentido de las recomendaciones que se hicieron al 
finalizar la comisión investigadora. Entiendo que es difícil cuantificar económicamente la supresión del 


comité de dirección con respecto a la gerencia, pero quizás se puede medir desde el punto de vista 
organizacional y analizar así la gestión. Seguramente, se irá viendo más adelante. 


Con respecto al informe final de la comisión investigadora y a algunas medidas de mejoras 
que se han planteado, supongo que las autoridades habrán examinado algunos capítulos que, en 
realidad, fueron cuestionados por sus números. Si le parece adecuado, podríamos comenzar por 
analizar esos números, más allá de que hablemos de los temas generales y relativos al balance, que 
fuera abordado hoy de mañana y sobre el que ya se hizo una presentación pública. 


Después les vamos a solicitar una discriminación de cuánto es imputado al servicio de deuda, 
a la mejora del perfil de la deuda y cuánto es imputado a la no baja del precio de los combustibles. Por 
lo menos, les solicitamos una discriminación de los datos que manejaron públicamente. 


Podríamos comenzar con el tema relativo a la planta de cal, que tuvo una gran discusión. 
Seguramente habrán leído los informes de la comisión investigadora. Esta planta costó USD 
145:000.000. En realidad, tenía un contrato vigente con la empresa CGTE a un determinado precio y 
con situaciones vinculadas al transporte. Por otra parte, se tuvo allí problemas de calidad. Incluso, se 
pagaron multas por cantidad y calidad. 


Entonces, para comenzar con los temas podría preguntar en qué situación se encuentra el 
negocio de la cal. ¿Han podido avanzar en este tema desde que se inició la gestión hasta este 
momento? ¿Cuáles son los lineamientos de mejora de gestión en este sentido? 


SEÑORA MINISTRA.- Entendimos que el planteo era hacer una presentación de las medidas 
principales, que es lo que la presidenta ya realizó. Si la pregunta concreta tiene que ver con la situación 
actual del negocio de la cal, solicito que le cedan el uso de la palabra a la ingeniera Saldanha para que 
haga un resumen en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora ingeniera. 


SEÑORA SALDANHA.- Lo que hemos avanzado con la empresa CGTE es en la firma de una adenda 
al contrato, por el que se llegó a un acuerdo en el precio. También se acordaron allí claramente los 
parámetros de calidad y las condiciones. Este contrato entró en vigencia en agosto y el 15 de ese mes 
se comenzó a exportar cal. Hoy por hoy se está exportando. En la medida en que la planta de ellos 
funciona, nosotros cumplimos perfectamente con todos sus requerimientos, tanto en calidad como en 
cantidad. Nos gustaría poder exportar más, pero la realidad es que su planta ha tenido detenciones 
operativas por problemas de ellos. En esa circunstancia, nosotros tenemos que parar y volver a enviar. 


SEÑOR MIERES.- Antes que nada quiero reclamarles dos pedidos de informes —que hace meses 
formulé-— sobre la planta de cal, que aún no han sido respondidos. Uno de ellos es del mes de mayo y 
el otro de agosto. Algunos de los planteos que allí figuran están relacionados con la pregunta del señor 
presidente. Por ejemplo, si había producido cal en los primeros seis meses del año y, si no fue así, cuál 
fue el motivo. También preguntaba si se había logrado detectar problemas en la calidad del material. 
Los problemas de la planta de cal tienen que ver con multas por incumplimiento en cantidad y también 
en calidad. Por otra parte, si lo que había sostenido el directorio de la época con respecto al 2016 
había ocurrido, es decir si se iba a cumplir con el ciento por ciento del contrato con CGTE y si se iba a 
poder colocar el excedente de producción en el mercado a un valor 20% superior en precio. A su vez, si 
se investigó el contrato que celebró Cementos del Plata con Uralcor en el año 2010. 


En oportunidad de la discusión de la investigadora parlamentaria detectamos que Cementos 
del Plata había pagado por anticipado USD 164.000 a esa empresa a cuenta de lo que después iba a 
trabajar. Por lo tanto, nos gustaría saber si ha habido alguna investigación interna con respecto a esa 
situación. 


Consulto al señor presidente si formulo la siguiente interrogante o se van contestando de a 
una. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué procedimiento prefiere seguir la señora ministra? 
SEÑORA MINISTRA.- Estamos a lo que la comisión decida. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, vamos contestando de a una. 


Antes de cederle la palabra a la directora Saldanha, tiene la palabra el señor senador De 
León para una cuestión de orden. 


SEÑOR DE LEÓN.- Estuvimos leyendo la convocatoria y nos parece que el planteo que acaba de 
hacer el señor senador Mieres tiene que ver con muchos de los temas que fueron planteados en la 
comisión investigadora, algunos de los cuales fueron trasladados a la justicia. 


Entonces, ¿el objetivo de esta convocatoria es volver a analizar algunos de los planteos que 
se estuvieron discutiendo a nivel de la comisión investigadora, algunos de los cuales fueron 
trasladados a la justicia penal? Creo que el objetivo de la convocatoria está relacionado con el plan de 
acción que llevaría adelante este directorio -que asumió en marzo de 2016- y que presentó a este 
ámbito en el mes de mayo. Recién se formuló una pregunta sobre la planta de cal, lo cual me parece 
que está bien porque este tema está relacionado con la convocatoria, pues forma parte de una de las 
acciones que se debía realizar. 


Considero que nos deberíamos focalizar en eso porque, si vamos a realizar planteos que 
fueron trasladados a la justicia, se perderá el objeto de esta convocatoria. 


SEÑOR MIERES.- Creo que el planteo del señor senador De León es pertinente porque tiene que ver 
con el objeto de esta comparecencia, cuyo texto es claro. 


Ahora bien, cuando firmamos esa nota —dicho sea de paso, a esta altura tiene cierta 
antigúedad-—, teníamos la idea de profundizar en algunos temas. 


Como resultado de la investigación parlamentaria surgieron algunos hechos que fueron 
trasladados a la justicia —están en ese ámbito— y, por lo tanto, no forman parte de esta convocatoria. 
Creemos que no deberían formar parte de ella porque, reitero, están en manos de la justicia hechos 
con apariencia de ilicitud a juicio de los denunciantes. Pero, además, detectamos problemas de 
administración, de gestión e irregularidades como, por ejemplo, la presentación del balance en fecha, 
entre otras. 


Entonces, precisamente, consideramos que el objetivo de esta reunión es eso, es decir, ver 
qué se hizo con un montón de cuestiones que son consecuencia de un mal funcionamiento o de 
irregularidades que no necesariamente tienen carácter de ilicitud y que, por lo tanto, no fueron 
enviadas a la justicia, pero que de cualquier manera nos preocupan dada nuestra responsabilidad. 


Nosotros investigamos, hicimos los informes correspondientes y ha transcurrido un año desde 
el cierre de la investigación; por lo tanto, queremos conocer qué ha hecho Ancap en este tiempo. 
Entiendo que muchas cosas pueden estar en proceso porque los cambios no se hacen de un día para 
el otro y nos parece pertinente que se nos diga eso. Ahora bien, queremos conocer qué medidas se 
han tomado sobre hechos que, sin tener apariencia de ilicitud, son irregulares o directamente se deben 
a problemas de gestión. Si bien podríamos decir que hay problemas de los dos tipos, las 
irregularidades pueden ser administrativas porque no toda violación de una norma implica delito o 
apariencia de ilicitud. No obstante, creemos que se nos debe informar acerca de los correctivos que se 
han llevado adelante —si es que se han hecho-— o si están en trámite, mejor. Ese era el tenor de las 
preguntas que veníamos formulando. Cuando pregunté qué pasó con una planta de cal que viene 
perdiendo plata, no era mi intención saber si el contrato de transporte es ilícito o no aunque, en lo 
personal, creo que allí hubo una ilicitud, pero el tema está en la justicia. Ahora, me parece que el tenor 
del planteo pasa por saber si se investigó de qué dependieron las pérdidas de cal. 


No sé si ha quedado claro el tenor de la convocatoria del día de hoy. 


SEÑORA TOURNÉ.- Tal cual manifestaba el señor senador Mieres creo que es bueno aclarar el 
encuadre en el que estamos trabajando. Me parece que fue muy pertinente el inicio de la exposición de 
la señora ministra, en el que dejó claro que el Poder Ejecutivo adoptó determinadas medidas, en un 
equipo interministerial, que el actual Directorio de Ancap está encargado de implementar. En este 
momento, se nos está dando cuenta de los cambios, de los avances que se han realizado e, incluso, 
de los obstáculos que enfrenta este Directorio. Recientemente, la señora presidenta del Directorio, 
hablando, por ejemplo, de las horas extras, mencionaba que existen aún algunos obstáculos que se 
deben superar. Quiero recordar que en la comisión investigadora no hubo unanimidad y, entonces, 
decir en esta instancia que queremos información sobre irregularidades nos lleva a una polémica que 
no resulta productiva. Por consiguiente, me parece que es mejor hacer un balance de lo acordado en 
cuanto a los correctivos que el propio Poder Legislativo implementó y que el Directorio está llevando a 
cabo. Pienso que no debemos reiniciar el trabajo de la comisión investigadora, porque ese no es el 
objeto de esta comisión. 


Aclaro que en modo alguno queremos coartar la libertad de nadie, ya que eso no nos lo 
propondríamos y tampoco podríamos hacerlo aunque lo deseáramos. Pero sí me parece bastante 
lógico que acordemos un encuadre mínimo de trabajo, ya que de otra manera en vez de informarnos, 
que es lo que necesitamos, vamos a colocar la discusión en el plano nuestro, como siempre, y eso no 
es lo mejor, ni lo más recomendable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a tratar de encauzar la sesión. Si no me equivoco, nuestros invitados 
comparecieron ante esta comisión en el mes de mayo, a los efectos de informarnos sobre algunos 
lineamientos de la nueva gestión del Directorio de Ancap. Como se recordará, en lo personal dijimos 
que abríamos una carta de crédito para algunos de esos lineamientos que se estaban manejando para 
la nueva gestión. Ya han pasado algunos meses y, obviamente, se han tomado ciertas decisiones. De 
esas decisiones, algunas tienen efectos y otras son cuantificables, puesto que se habló de números, 
particularmente con relación al tema de la publicidad. Y también se habló de lo relativo al personal, a la 
gestión, a la organización, etcétera. Asimismo, en algunos temas puntuales vinculados con las 
conclusiones de la comisión investigadora, si bien no hay informes unánimes, porque no los hubo, sí se 
habló de mejora de gestión. Por tal razón, la pregunta que surgió estaba relacionada con la planta de 
cal. En función de la situación en que se encontraba Cementos del Plata, hoy sabemos que hay USD 
50:000.000 de inversiones que se dieron a pérdida, en un total de USD 139:000.000. Por lo menos eso 
es lo que se anunció cuando se informó del balance preliminar. Por otra parte, se acaba de dar a 
conocer que se renegoció el contrato con CGTE y, precisamente, es sobre ese tipo de medidas que 
estamos preguntando. Concretamente, queremos saber si ese contrato se renegoció al mismo precio o 
a uno diferente, y en este caso, si fue más caro o más barato. Además de eso, también quisiéramos 
saber si se renegoció el flete y a qué precio. 


Esos son los temas sobre los que quisiéramos que nos informaran nuestros invitados. 


SEÑORA MINISTRA.- Seguramente la ingeniera informará sobre este tema, pero quisiera recordarlo; 
me refiero a lo relativo al pasaje a pérdida de un monto de dinero correspondiente a una inversión. 
Creo que es bueno aclarar que se trata de una medida contable que se llama impairment y que 
responde al cumplimiento de las normas contables. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso es verdad. También lo es que partieron de la base que el valor patrimonial 
de la planta no es el mismo que estaba proyectado. Obviamente, hay una pérdida de valor y por eso 
dan a pérdida los USD 50:000.000. 


SEÑORA SALDANHA.- Como decía la ministra, en el 2015 se hizo una evaluación de los activos de la 
planta de cal y las inversiones, y se establecieron los flujos de fondos futuros según las estimaciones 
de cuánto se vendería el producto. Conste que esos cálculos se hicieron con el valor que finalmente se 
negoció, es decir, 723 reales, lo que al dólar de hoy son USD 210. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La tonelada puesta cuesta USD 210? 


SEÑORA SALDANHA.- Ese es el precio de la tonelada puesta allá. 


Con ese flujo de fondos y con esa estimación, se calculó que en los próximos años el valor de 
los activos, efectivamente, iba a ser superior y por tanto se pasaron a pérdida USD 48:000.000. Es un 
ajuste contable que en un año podría cambiar y revertirse perfectamente, dependiendo de las 
condiciones de mercado y de cuánto se exporte. 


Volviendo al tema de la calidad, es importante señalar un punto que olvidé mencionar. La 
nueva planta de cal se puso en operación. Se terminaron las pruebas en junio y en julio la empresa 
FLSmith —que es el contratista— la entregó. Funciona muy bien; tiene una capacidad de producción de 
500 toneladas por día y hemos comprobado en este tiempo que la calidad que entrega es muy buena y 
el cliente, CGT, está muy conforme con el producto. De hecho, esa empresa está utilizando solo la 
materia prima uruguaya porque tiene un rendimiento mucho mejor que la brasileña. 


Ya mencioné las condiciones del precio. 


Las condiciones del flete se renegociaron. En ese sentido, abrimos un período para 
renegociación durante el cual se acordó que el precio sea de USD 65. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si mal no recuerdo, el precio anterior del flete era de USD 85. 
SEÑORA SALDANHA.- Correcto. 
SEÑOR BORDABERRY.- Y el anterior a USD 85 era de USD 105. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las empresas con las que renegociaron y con las que se había firmado el 
contrato son Pleno Verde y Themma, que es un grupo económico que involucra a ambas firmas. 
¿Usted recuerda si un anticipo de USD 2:500.000 —que fue un tema motivo de discusión— se descontó 
en la nueva renegociación o hay un plan de descuentos? 


SEÑORA SALDANHA.- La renegociación es con la misma empresa porque tenemos firmado con ella 
un contrato por 10 años, en el que se aclara específicamente que todo lo que se venda a CGT tiene 
que ser transportado por Pleno Verde. Efectivamente, en esa renegociación estuvo sobre la mesa el 
precio y también se reconoció ese anticipo. Lo que todavía se sigue negociando son las condiciones de 
devolución. Hoy por hoy estamos haciendo descuentos en todas las facturas, o sea, USD 65 menos lo 
que se retiene por el anticipo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se está descontando eso. 
SEÑORA SALDANHA.- Efectivamente. 


SEÑOR BORDABERRY.- No quiero dejar de manifestar mi admiración por usted, porque algo que 
valía 105, que después pasó a tener un valor de 85, usted lo renegoció en 65. Es realmente 
sorprendente. Obviamente, las contraprestaciones son sinalagmáticas, como dice el código. Cuál fue el 
argumento que utilizó para que la otra parte le diera este beneficio tan importante, porque si tengo un 
contrato firmado a 85, ¿por qué lo voy a bajar a 65? Me gustaría saber cómo lo logró y la aliento a que 
lo siga haciendo. 


SEÑORA MINISTRA.- Quiero destacar —y lo digo con sinceridad— la fuerte capacidad negociadora de 
la ingeniera que forma parte de su capital profesional. Además, creo que también hay que subrayar el 
trabajo en equipo de todo el directorio en todos estos temas. Seguramente, la ingeniera lo que hizo fue 
tomar las condiciones que estaban en el contrato. 


SEÑORA SALDANHA.- Efectivamente, como dijo la señora ministra apelamos a las cláusulas 
existentes en las que se establece que los precios se pueden renegociar según las condiciones de 


mercado y también si varía el precio al que se vende el producto. Quiero subrayar que se dieron ambas 
condiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este tema del flete hubo muchas discusiones acerca del contrato, así como 
también si había o no disponibilidad de camiones y sobre el anticipo. La señora ingeniera lo aclaró y 
señaló, además, que ahora se está descontando el anticipo que se dio de USD 2:500.000. 


Queríamos señalar que teníamos información, e incluso contábamos con fotos que 
acreditaban que había una empresa, Themma, del mismo grupo económico de Pleno Verde que es la 
que tiene los camiones. Pleno Verde tiene el contrato de transporte con Cementos del Plata y Themma 
es la subcontratista del mismo grupo económico. Quisiéramos saber si en la nueva renegociación del 
contrato eso sigue igual. La señora ingeniera ya ha dicho que sigue Pleno Verde. ¿Sigue el mismo 
subcontrato con la empresa Themma S.A? 


SEÑORA SALDANHA.- Sí, señor presidente. 


SEÑOR MIERES.- Recién hizo referencia a que el contrato con Pleno Verde implica una exclusividad 
para todas las ventas a CGT. Quisiera saber qué plazo tiene ese contrato y, si fue acordado, si no se 
puede modificar. 


SEÑORA SALDANHA.- Efectivamente, eso es así. Fue firmado por diez años y renovable por diez 
años más, con la condición que ya mencioné que todo lo que se vende a CGT tiene que ser 
transportado por Pleno Verde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugerimos pasar a considerar la unidad de negocio cemento pórtland que ha 
tenido un déficit importante de USD 185:000.000 de 2000 a la fecha. Vamos a hacer preguntas 
genéricas y después profundizaremos. 


¿Cuál es la situación del negocio del cemento hoy? ¿Qué resultados esperan para el año 
20167? ¿Qué medidas ha tomado el directorio desde que hicieron la primera presentación cuando 
transparentaron estos números? 


SEÑORA MINISTRA.- Tal como había previsto ese equipo interministerial que trabajó en los temas de 
apoyo a este nuevo directorio, el del pórtland era un asunto dificultoso y muy desafiante para la 
empresa. Fue uno de los temas que se conversaron inicialmente con el nuevo directorio como un 
problema realmente muy complejo a resolver. 


La verdad es que este directorio tomó este tema a estudio y quiero decir que su complejidad 
se debe a múltiples temas. El cemento en Ancap da pérdida desde el año 2000. Suceden muchas 
cosas; el problema —voy a tratar de expresarlo con claridad—, es complejo pero si tuviera que 
simplificarlo al máximo diría que este negocio, que da pérdida desde el año 2000, daba menos pérdida 
cerca de ese año porque la maquinaria era más nueva. Si pasan los años y no se invierte en algo que 
viene dando pérdida y tampoco se reacomoda tecnológicamente, va a dar más pérdida. 


Este tema complejo que debemos solucionar está siendo tratando por un grupo; como 
habíamos dicho, se le encargó a la Fundación Ricaldoni un estudio de costos de instalación de parte 
de las inversiones ya compradas en el período anterior y se están planteando algunas medidas al 
respecto. Si se me permite, voy a ceder el uso de la palabra a la ingeniera Saldanha para contestar 
esta pregunta. 


SEÑORA SALDANHA..- Entre las medidas que tomamos en la situación del pórtland —que, como dijo 
la ministra, es muy crítica—, una fue de gestión. Cambiamos la unidad de pórtland e hicimos que 
dependiera directamente de la Gerencia General para tener un seguimiento mucho más cercano. 
También cambiamos al gerente general y hemos pedido que presente una nueva estructura, en la que 
se está trabajando. Además, creamos un grupo multidisciplinario para analizar la sustentabilidad del 
pórtland. Este grupo va a presentar, a la brevedad, algún informe en el que hemos pedido que se 


expliciten cuáles van a ser las medidas a tomar a corto y mediano plazo. A corto plazo, claramente, 
tenemos que buscar medidas que optimicen los costos que ayuden a que los equipos funcionen más 
días en el año. Como dijo la ministra, tenemos graves problemas de obsolescencia y, entonces, eso 
lleva a que... 


SEÑOR MIERES.- ¿Problemas de qué? 
SEÑORA SALDANHA.- De obsolescencia. 


SEÑOR MIERES.- Según lo que tenemos entendido, Ancap invirtió USD 250:000.000 en 
actualizar las plantas de cemento, tenía previstos otros USD 230:000.000 más y tiene —todavía en 
contenedores— un horno de cemento en Paysandú. 


Entonces, no comprendo qué se entiende por obsolescencia. ¿Se entiende que hay que 
seguir invirtiendo? ¿Hay que invertir nuevamente después de destinar a esto USD 250:000.000, siendo 
que se preveía invertir USD 119:000.000 pero terminaron derivándose USD 250:000.000 más otros 
USD 230:000.000 que están pendientes? 


SEÑORA SALDANHA.- Paso a explicar esto. 


La primera planta fue la de Minas de los años cuarenta. De los dos hornos, el primero fue 
también de los años cuarenta y el otro de los cincuenta; recién en el 2014 se puso un horno nuevo. 
Esta es parte de las inversiones que menciona el señor senador, pero se cambió una parte de la 
planta. 


Toda la parte de la molienda es de los años cuarenta, tanto la molienda de la piedra caliza 
como la del mismo cemento. Incluso esa planta es tan antigua que era de vía húmeda, o sea que la 
pasta que se hace con la caliza tiene agua. Eso sigue estando porque parte de las inversiones era para 
pasar eso a vía seca, que tiene un consumo energético muchísimo menor. Por ejemplo, hoy la planta 
de Minas tiene un consumo energético muy alto porque sigue teniendo una parte que es semi seca y 
toda la parte de las moliendas, que son de los años cuarenta y cincuenta. En la planta de Minas se 
instaló el horno y se cambió la alimentación, que es a carbón de coque. 


En Paysandú están los dos hornos —uno de los años cincuenta y otro de los años sesenta— y 
la molienda. Y para cambiar el combustible que se quema en esos hornos y así hacerlo más eficiente, 
se invirtieron USD 68:000.000. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Los USD 68:000.000 que se invirtieron están dentro de la inversión 
realizada de USD 250:000.000? Interpreto que es así. 


También quisiera saber de cuánto fue la pérdida del año 2014, del año 2015 y del año 2016. 


Después de eso, voy a reiterar la pregunta que hizo el señor senador Mieres: ¿tienen previsto 
seguir adelante con las inversiones? Y si es así, ¿han dimensionado el tamaño del mercado? Porque, 
según recuerdo de los estudios que se presentaron aquí, todo el mercado uruguayo se atiende con una 
línea de producción y las plantas de Minas y Paysandú tienen dos líneas de producción cada una, pero 
Ancap no tiene el 50 % del mercado. Entonces, al haberse invertido en dos plantas —cuando en 
realidad con una ya era suficiente para todo el mercado porque ni siquiera se tiene el 50 %-, parece 
haber un sobredimensionamiento de infraestructura para atender la posible demanda. Y de ahí surge la 
pregunta. ¿Eso se ha evaluado? ¿Tienen algún diagnóstico de mercado realizado? ¿Lo han cotejado 
con la inversión que resta realizar? Porque, voy a ser muy franco: tarde o temprano van a tener que 
cerrar una planta, no tengan duda de eso. Y van a tener que elegir rápido para no seguir perdiendo 
plata. 


Esa mi opinión personal. 


SEÑORA MINISTRA.- Quisiera hacer algunas aclaraciones. 


Por un lado, Ancap no tiene previsto en su presupuesto seguir con las inversiones. Por otro 
lado, como decía al principio y como refrendó la ingeniera Saldanha, este es un tema crítico y 
complicado, y tiene muchos componentes a estudiar —algunos de ellos los ha marcado el señor 
senador-—, que tienen que ver con la demanda del mercado. 


Como decía la ingeniera Saldanha, además de algunos cambios organizacionales que se 
hicieron en la planta, también se armó un equipo dentro de Ancap, que está estudiando todos esos 
componentes que tienen que ver con la operatividad de las plantas, con el impacto de la obsolescencia 
tecnológica y con el estudio del mercado local y regional porque hay que tener en cuenta que la región 
cambió en términos de actividad económica. 


SEÑORA SALDANHA.- Volviendo a la pregunta respecto a cuáles son los números, en el año 2014 las 
pérdidas fueron de USD 30:000.000, en el año 2015 de USD 25:000.000 y aún no tenemos cifras del 
año 2016, pero esperamos acotar las pérdidas del año pasado. 


Con respecto a las plantas, podemos decir que efectivamente hemos encargado un estudio 
de mercado para evaluar cuáles son las perspectivas, tanto regionales como locales, cuyos resultados 
recibiremos en estos días. Justamente, este equipo está encargado de trabajar sobre la demanda para 
ver cuáles son las opciones y dónde hay que atacar. Por ejemplo, hay algunas cosas que ya hemos 
visto, hay algunos números que se pueden mejorar en lo que respecta a seguridad y vigilancia o a la 
reducción de la explotación de canteras; hay varios puntos en los cuales se pueden reducir costos. 
Asimismo, hay otros puntos en los que hay que cambiar la manera en que se gestiona. 


En lo que tiene que ver con la demanda, actualmente Ancap tiene un poco menos del 50 %, 
pero también es necesario aclarar la situación de cada una de las plantas. En la actualidad, ninguna de 
las dos plantas puede abastecer el total del mercado al que le vende Ancap, que asciende a 340.000 
toneladas. Si la planta de Paysandú trabajara todos los días —trescientos días al año—, podría obtener 
250.000 toneladas, es decir que no sería capaz de abastecer el mercado de cemento que tiene Ancap. 
Por su parte, en Minas, si bien el horno es nuevo y podría producir la cantidad de clínker, no dispone 
de la molienda suficiente, pero si trabajara trescientos días por año llegaría a producir 220.000 
toneladas. 


SEÑOR DE LEÓN.- Quiero destacar el planteo que hace el directorio de Ancap porque me parece que 
da continuidad a la idea original de hacer inversiones importantes en las dos plantas. La ingeniera 
Saldanha planteaba que si se piensa solo en el mercado nacional, es muy importante contar con estas 
dos plantas con tecnología de punta porque —tal como lo han explicado—, de lo contrario, si no se 
termina con las inversiones que hay que hacer, esta unidad de negocios de Ancap seguirá dando 
pérdidas. Todos los años se dice que los privados ganan y las cementeras del Estado no, pero 
obviamente hay que terminar con las inversiones y acá quedó claro que se van a culminar porque hay 
un plan para ello que ha definido el directorio de Ancap... 


SEÑOR BORDABERRY.- Disculpe, señor senador, ¿usted dijo que se van a culminar las inversiones? 
Porque eso no es lo que yo escuché. 


(Dialogados). 


SEÑOR DE LEÓN..- Le agradezco al señor senador Bordaberry que me permita terminar mi exposición 
y, con mucho gusto, después le aclaro lo que dije. 


Lo que claramente plantearon la señora ministra y el directorio de Ancap fue que en el 
presupuesto que tiene Ancap para estos años no está prevista la culminación de estas inversiones, 
pero en ningún momento han dicho que no se prevea, por alguna modalidad, terminar con estas 
inversiones. Esto es lo que acá se dijo y creo que fue bastante claro. 


Me parece importante destacar la relevancia que tienen estas plantas de pórtland para el 
directorio de Ancap. Hay un plan de inversiones muy importante en el país y queda claro que por más 
que algunos quieran cerrar alguna planta, quienes se van a beneficiar con ello serán los privados, los 
importadores o algunos nuevos importadores que puedan aparecer. 


Nos quedamos conformes con la explicación que han dado la señora ministra y el directorio 
de Ancap con relación a esta unidad de negocios y a los cambios que han hecho en la gestión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Reitero que no me pareció haber escuchado decir que se iba a continuar con 
las inversiones, pero después se aclaró que no se haría por intermedio de Ancap sino, quizás, por 
alguna otra modalidad que se esté estudiando y que sería bueno conocer. Y sí, si se cierra una planta, 
de repente hay quien se puede beneficiar: todos los uruguayos que dejemos de perder USD 
30:000.000 al año por esto y podemos dedicarlo a otras cosas más importantes, pero ese es un debate 
a darse entre nosotros, los senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, esas son discusiones que vamos a tener entre nosotros; ahora 
vamos a aprovechar esta instancia para hacer las consultas a Ancap y al Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. 


Quiero hacer tres preguntas concretas con respecto al tema cemento. 


Ante todo, según la información que tengo, en los últimos quince años, hasta el 2015, se 
perdieron USD 185:000.000 en el negocio de cemento pórtland. ¿A esa cifra hay que agregarle USD 
135:000.000 que se mandaron a pérdida por deterioro en el 2015? ¿Eso es así? Esta es la primera 
pregunta. 


La segunda pregunta es si es verdad que se ha utilizado cemento de la competencia para 
cumplir con los clientes de Ancap, en este caso, nos estamos refiriendo a Cemento Artigas. 


La tercera pregunta es la siguiente. Se anunció en la prensa que se aprobaba un acuerdo de 
confidencialidad con la empresa Cimsa para estudiar durante 90 días la posibilidad de hacer algunos 
convenios comerciales. ¿Cuál es el sentido de esto? ¿Están buscando alguna alternativa de negocios? 
¿Es para Ancap o para Cementos del Plata? 


Por último, quiero saber si dentro de alguna de las modalidades previstas está en carpeta 
instalar el horno 3 de Paysandú. 


SEÑORA SALDANHA.- Efectivamente, fueron USD 135:000.000 los ajustes contables que se hicieron 
de pórtland en el 2015, además de las pérdidas acumuladas. 


Con respecto a la segunda pregunta acerca de si hemos tenido que comprar cemento a la 
competencia, quiero decir que, efectivamente, ha sido así, debido a algunos problemas de producción 
que hemos tenido. 


En cuanto al acuerdo de confidencialidad con Cimsa, estamos buscando alternativas a esta 
situación —que, como todos se habrán dado cuenta, es muy crítica-, ya sea para explorar 
exportaciones, vender clínker a Ancap, en fin, múltiples alternativas que permitan mejorar los números 
de este negocio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La cuarta pregunta que formulé es si está previsto, con algunas de estas 
modalidades, la instalación del horno 3 en Paysandú. 


SEÑORA MINISTRA.- Realmente voy a hablar con toda la buena voluntad que nos anima para 
encontrar una solución al problema del pórtland, porque estoy segura de que todos queremos 
encontrar una buena solución. Como dijo la ingeniera Saldanha hace un rato, además de las medidas 


concretas de gestión, de ordenamiento y de dependencia jerárquica que se tomaron, y de algunas 
otras que ya se avizoran, como por ejemplo la de ahorro en los costos del área de pórtland, hay un 
equipo que está trabajando a full explorando todas las posibilidades y que necesita un poco más de 
tiempo. Entonces, realmente, en este momento, para proteger ese trabajo no podemos responder esa 
pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto. Se entiende. 


SEÑOR MIERES.- El señor senador Bordaberry adelantó su opinión sobre que debería haber una sola 
planta, pero en realidad eso fue lo que surgió del plan estratégico de Ancap en 2008; así nos lo dijeron 
en oportunidad del trabajo de la comisión investigadora. Después, no se sabe bien por qué —nunca se 
dijo con claridad— se optó por invertir en las dos plantas. Se habló de que se trataba de un tema de 
costos políticos o algo por el estilo, y no de razones técnicas. 


Entonces, la pregunta pertinente es si esta posibilidad está dentro de las opciones que maneja 
Ancap para sacar adelante esta situación tan deficitaria. 


SEÑORA MINISTRA.- Estoy segura de que el directorio de Ancap y nosotros vamos a tratar de 
encontrar la mejor solución, pero hay un tema de gradualidad. En determinados momentos la mejor 
solución no es la solución total; hay que tender a ello. Estoy segura de que el directorio de Ancap va a 
tratar de evitar, por todos los medios posibles, el cierre de cualquier planta, pero —insisto- hay un tema 
de gradualidad. Seguramente haya que apuntar los esfuerzos a una planta y luego a la otra, y al 
apuntar los esfuerzos a una planta cambiarán los resultados. Lo cierto es que el trabajo se está 
terminando y no estamos en condiciones de plantearles la implementación del plan paso a paso. 


SEÑORA TOURNÉ.- Me parece pertinente que se comprendan y se tengan en cuenta las 
puntualizaciones que ha hecho la señora ministra. En lo personal, entiendo que hay que tener cuidado 
con determinadas afirmaciones que todos sabemos que tienen un impacto público y que pueden 
favorecer o no el enorme esfuerzo profesional y técnico que reconozco se está realizando por mejorar 
o, mejor dicho, optimizar, la gestión y los resultados de la empresa. Entonces, me parece bueno 
recordar la mesura que a veces es necesario tener en determinadas áreas. En más de una oportunidad 
el directorio y la señora ministra han dicho —y ha sido reconocido por los integrantes de esta comisión— 
que es una situación realmente crítica que hay que tratar con mucha mesura y cuidado. Este equipo 
multidisciplinario va pensando e instrumentando soluciones graduales que están sujetas a las variantes 
del proceso. 


Entonces, reconozco la actitud con que se maneja el tema y agradezco la comprensión de los 
colegas en esta materia. 


SEÑORA MINISTRA.- Con total honestidad quiero decir que respeto profundamente la tarea 
parlamentaria y, obviamente, entiendo la actividad política de todos los parlamentarios. Comprendo las 
condiciones del sistema político y me parece perfecto. En democracia cualquier es libre de decir lo que 
quiera y está muy bien. Ahora bien, quiero dejar sentado que, a veces, una declaración o un titular 
pueden tener impacto sobre posibles vías de solución, como la otorgación o no de créditos, o la 
consecución o no de alianzas y es por eso que les estoy pidiendo un crédito de por lo menos un par de 
meses más para este equipo de trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores senadores no desean formular más preguntas con relación al 
tema cemento pórtland, pasaríamos a otro capítulo. 


En lo personal, me gustaría consultar acerca de la cancelación de la deuda con PDVSA, 
asunto que se trató en su momento. Según la última información que teníamos —nos estamos refiriendo 
a la intermediación de la empresa Exor—, había quedado suspendido un juicio porque Ancap había 
acordado, por cuatro votos contra uno —no había votado el director Labat—, pagarle alrededor de tres 
millones cien mil dólares a la empresa Exor como intermediaria, reconociéndole en alguna medida los 
servicios. Sabemos que eso debería tener una intervención del Tribunal de Cuentas, y este lo observó. 
Quisiéramos saber si el directorio de Ancap tomó alguna decisión con respecto a esa observación. 


SEÑORA MINISTRA.- Va a responder la presidenta de Ancap. 


SEÑORA JARA.- Como los señores senadores saben, ese tema está en la justicia. Por lo tanto, 
nosotros no vamos a abundar en eso. 


Con respecto a la pregunta puntual de qué pasó con el trámite una vez que fue observado por 
el Tribunal de Cuentas, como directorio decidimos no insistir en el gasto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bien. Quiero aclararle que mi consulta fue con relación a eso último, no sobre 
el proceso anterior que está en la justicia. 


SEÑORA JARA.- Perfecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sobre ese último aspecto, sabiendo que había sido observado, quería 
conocer cuál había sido la decisión del directorio. 


SEÑOR BERTI.- De manera complementaria a lo que afirmaba la presidenta de Ancap quiero señalar 
que, a su vez, resolvimos que siguiera la vía judicial, es decir, que sea la justicia la que se expida sobre 
el destino de esa diferencia de fondo entre las dos partes. 


Nada más, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores senadores no desean hacer más preguntas sobre este tema, 
pasamos a otro asunto. 


En lo personal, quisiera consultar sobre otro de los capítulos. Este tiene que ver con la 
regularización de las importaciones de gas licuado y petróleo. En su momento se dio una discusión 
sobre si los trámites estaban hechos, sobre los documentos aduaneros correspondientes, sobre los 
anticipos del pago del IVA, y también sobre las tasas aduaneras correspondientes. 


Sabemos que en su momento había una información —por lo menos se manejó en la prensa— 
de que el monto adeudado por Ancap a la Dirección General Impositiva —incluyendo multas y recargos— 
se estaba negociando y que estaba cerca de los trescientos millones de dólares. 


A su vez, sabemos que Ancap tomó la decisión de empezar a regularizar todas las 
importaciones, es decir, hacer los documentos aduaneros correspondientes en el mismo momento que 
importa. Sabemos que ha tomado esa medida y nos parece muy sano. Lo que queremos saber, en la 
medida de lo posible, es si ya se solucionó, si ya han llegado a un acuerdo con la Dirección General 
Impositiva, y si se tomó una resolución por parte de Ancap al respecto. 


SEÑORA MINISTRA.- Quisiera aclarar que Ancap tenía esa forma de trabajar por una indicación 
directa de la Dirección Nacional de Aduanas. 


El asunto ya está por solucionarse. A continuación, solicito al contador Herrera que explique 
las medidas que se tomaron. 


SEÑOR HERRERA.- En este momento en Ancap estamos con una inspección de la Dirección General 
Impositiva que solicitamos nosotros, a los efectos de que la administración tributaria determine y 
garantice cómo fue el proceder de los últimos años. Esto está en trámite, por lo que no tenemos 
información al respecto. 


Asimismo, internamente hemos indicado dos acciones. Por un lado, contar con el manifiesto 
de importación antes de que los buques realicen las importaciones que traen los derivados y, por otro, 


el directorio está por aprobar todo el procedimiento de importación. Para ello las diferentes áreas nos 
han presentado un proyecto que estamos validando con la autoridad tributaria del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aprovechando que el contador Herrera está haciendo uso de la palabra, 
deseo hacer referencia a otro de los temas generales que estuvieron en discusión en la comisión 
investigadora, que es el relativo a ALUR, sobre todo el que tiene que ver con la planta de bioetanol de 
Paysandú. 


No me duelen prendas y lo cortés no quita lo valiente; hace poco visitamos la planta de ALUR 
en Bella Unión —quien habla por tercera vez-y debemos reconocer la disposición del contador Herrera 
a mostrar los números, a transparentar la información y a brindar todos los datos que se requirieron. 


Solo quería dejar constancia de que visitamos todo el proceso de Bella Unión, recorrimos la 
planta de atrás hacia adelante, y parte de las dudas y de la información que hemos solicitado ha sido 
evacuada por el presidente de ALUR, contador Herrera. 


La planta de Paysandú, la que inició en marzo de 2015, tiene una capacidad instalada de 
unos 70.000 metros cúbicos, más 30.000 metros cúbicos —se me confirmará la cifra- que tiene de 
capacidad la planta de Bella Unión. 


Según los datos que tenemos, la mezcla ha ido bajando y justamente esta es la primera 
información que queríamos consultar. ¿Cuál es la mezcla al día de hoy? Y ¿hay un cronograma 
previsto? Obviamente, esa baja en el porcentaje de mezcla va a generar una capacidad ociosa 
importante, sobre todo en la planta de Paysandú. ¿Tienen prevista alguna reformulación para el flujo de 
fondos necesarios a los efectos de reparar la planta teniendo en cuenta esta nueva situación donde 
hay una nueva baja de la mezcla y una capacidad instalada que está ociosa? 


Ante todo queríamos confirmar si estas afirmaciones que corren por mi cuenta están en lo 
cierto, y en segundo término, de ser así, la pregunta tiene que ver con la reformulación del negocio, en 
este caso, de los biocombustibles. 


SEÑOR HERRERA.- En la cosecha de este año, que terminó en el mes de noviembre y 
lamentablemente fue muy mala —pasamos de un promedio de 6500 kilos por hectárea a 5400 o 5500 
por un tema climático del 2016—, estamos mezclando aproximadamente en biodiesel un 5% —quizá un 
poquito más, un 5, 3%- y en bioetanol entre un 9% y un 10% con las naftas. 


Tenemos 8.500 hectáreas plantadas y 1.000 están en rotación; es la capacidad de producción 
que tiene el ingenio. Por lo tanto, no estamos planteando ni reducir ni aumentar la cantidad de 
hectáreas plantadas. Lo que estamos haciendo es una adecuación de los procesos internos tanto de 
ALUR como de nuestros socios en la zona que son los plantadores y los trabajadores de UTAA con el 
fin de mejorar la productividad de todo el sistema y poder hacer sostenible social y económicamente el 
proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Las cifras vinculadas a la capacidad ociosa de la planta de bioetanol de 
Paysandú que estamos manejando en función de la mezcla, son exactas? 


En este nuevo escenario, ¿hay una reformulación del plan de negocios que permita al flujo de 
fondos repagar la deuda? Estamos hablando de una planta que costó casi USD 150:000.000. 


SEÑOR HERRERA.- En el directorio de ALUR no tenemos planteado, por ahora, una reformulación de 
la mezcla ni de la producción; lo que sí vamos a hacer, entre noviembre y marzo, es cancelar los USD 
10:000.000 de la deuda bancaria de ALUR. Por lo tanto, el plan es repagar la deuda que ha asumido 
ALUR. No sé si eso contesta la pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A ver si entendí bien: no tienen previsto reformular el plan de negocios. 


SEÑOR HERRERA.- En principio no. 


SEÑOR MIERES..- Me han llegado algunos planteamientos y me parece que es bueno aprovechar esta 
oportunidad. Uno tiene que ver con la renovación de los contratos de transporte con empresas de 
camiones a comienzos de este año. ¿Hubo un cambio en la política de contratación? ¿Hubo decisiones 
que modificaron quienes son los transportistas? 


SEÑOR HERRERA.- Nosotros estamos planificando la zafra 2017. La semana pasada estuvimos en 
Bella Unión trabajando sobre estos temas, en particular en el de los fletes. Lo primero que hicimos fue 
identificar el universo de camiones que hay a disposición, que son unos 50: cuatro son propiedad de 
ALUR, otros son de productores y otros son contratados. En el directorio todavía no hemos resuelto 
hacer un cambio en la forma de contratación de los fletes, lo que sí estamos trabajando fuertemente —y 
lo han planteado algunas colonias- es la logística del levantamiento de la caña una vez que se corta. 
Como bien saben los senadores, la caña pierde, por día, el 1 % del azúcar, por lo tanto, una vez que se 
corta la caña es importante que entre cuanto antes al ingenio para ser procesada. Entonces, estamos 
trabajando fuertemente para que la caña no pierda rendimiento, por eso todavía no hemos tratado el 
tema de si vamos a cambiar el modelo de flete. 


SEÑOR MIERES.- No hubo cambios en la contratación de fletes a comienzo de este año. 
SEÑOR HERRERA.- Hubo una licitación que ganaron dos empresas. 


SEÑOR MIERES.- Existe una planta de ALUR en las afueras de la ciudad de Artigas que está 
abandonada. ¿Cuál es la situación? ¿Qué pasó con eso? ¿Cuánto se invirtió? ¿Por qué está 
abandonada? 


SEÑOR HERRERA.- No he tenido oportunidad de ir, pero puedo decir que este año esa planta trabajó 
en el procesamiento de boniato. No obstante, el plan de ALUR es no continuar con esa producción. 
Hemos tenido reuniones con la intendencia, con los alcaldes y con algún diputado, a efectos de ver qué 
modelo de negocio se puede rearmar con esa planta, pero, reitero, la idea de ALUR es no continuar 
con esa producción. 


SEÑOR MIERES.- ¿Tiene idea de cuánto se invirtió en esa planta? 
SEÑOR HERRERA.- Por la información que tenemos creo que fueron USD 800.000. 


SEÑOR MIERES.- Durante la discusión en la comisión investigadora se nos había dicho —y nos llamó 
la atención— que ALUR tenía una interpretación diferente a la de Ancap en lo que tiene que ver con la 
necesidad de solicitar autorización al Ministerio de Economía y Finanzas para renovar su 
endeudamiento. La oficina de servicios jurídicos de Ancap entendía que correspondía pedir 
autorización, pero la oficina jurídica de ALUR aconsejaba no hacerlo. 


¿Cuál es la situación actual? ¿Se corrigió eso? 


SEÑOR HERRERA.- La situación actual es como la refirió la ingeniera Jara, en el sentido de que todas 
las empresas del grupo siguen los lineamientos establecidos por resolución del directorio de Ancap y, 
en lo que respecta al endeudamiento, todas ellas requieren autorización. Algunas autorizaciones son 
legales y otras no. Para el endeudamiento, Ancap requiere autorización legal, mientras que las 
colaterales, por ser empresas que se rigen por el derecho privado no la requieren, pero cada vez que 
alguna quiere o tiene que endeudarse, requiere la aprobación de Ancap. 


SEÑOR MIERES.- ¿Necesita también autorización del Ministerio de Economía y Finanzas? 


SEÑOR HERRERA.- Sí, señor senador, siempre estamos en total coordinación con ese ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera agregar una pregunta sobre ALUR. 


Este año hubo un cambio de gerente general en la empresa; se hizo un acuerdo preliminar y 
después un acuerdo definitivo —públicamente difundido- con el SOCA; y, obviamente, se pusieron 
sobre la mesa algunos intentos de mejora en la gestión de ALUR. 


En primer lugar, me gustaría saber si se puede cuantificar el costo ALUR en lo que respecta al 
convenio que finalmente se firmó con el Sindicato Obrero de la Caña de Azúcar. 


En segundo término, me interesa saber el precio de venta actual de los biocombustibles por 
parte de ALUR a Ancap. En ese caso, me parece importante conocer si se ha previsto algún cambio en 
la paramétrica en función de un contrato que, por lo que sabemos, está vigente. 


SEÑOR HERRERA.- Respecto a la primera pregunta debo pedir disculpas, pues no traje el convenio, 
pero en todo caso se lo haremos llegar a la comisión. 


En relación con el precio de los biocombustibles, puedo decirles que el metro cúbico de etanol 
de Bella Unión está en aproximadamente USD 2.100, mientras que el de Paysandú está en el entorno 
de los USD 1.100 o USD 1.200. 


Solicito que alguno de mis compañeros de la delegación corrobore estos datos. 
SEÑOR BERTI.- El de Paysandú, si no me equivoco, está en los USD 1.376. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Recuerdan el precio del biodiesel? 


SEÑOR HERRERA.- En este momento no lo tenemos, pero con mucho gusto también se lo podemos 
enviar a la comisión. 


SEÑOR DE LEÓN.- Voy a hacer un comentario y una pregunta. 


Con respecto a la pregunta planteada por el señor senador Mieres sobre la microdestilería, 
como participamos en esa etapa, quiero aclarar que la planta que se dedica a esto en Artigas no es 
una planta comercial, sino que es una planta piloto. Este fue proyecto fue financiado por la ANII y por 
Alur. De él participaron también el INIA Salto Grande y la Intendencia de Artigas. Entonces, se trata de 
una planta a escala piloto y una parte del financiamiento —por ser un proyecto piloto y que fue 
presentado a la ANII- lo realizó la Agencia Nacional de Investigación e Innovación. 


La pregunta es la siguiente. Estamos elaborando un proyecto de ley para modificar la norma 
sobre agrocombustibles. Con respecto al cumplimiento de la ley con relación al artículo del régimen 
tributario, donde se plantea que el biodiesel debe tener el mismo régimen tributario que el gasoil y el 
etanol que las gasolinas —hasta hace poco tiempo no se estaba cumpliendo de esa manera-, consulto 
si eso ya se ha logrado. Nos parece que este aspecto es un insumo muy importante para este proyecto 
que se está elaborando. 


SEÑORA MINISTRA.- Voy a solicitar que haga uso de la palabra la directora nacional de energía, 
ingeniera Otegui. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora ingeniera. 


SEÑOR OTHEGUY.- Este tema se ha venido analizando desde hace unos meses y lo que se resolvió 
en el marco de la comisión que estaba trabajando los temas de Ancap, constituida por el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería y el MEF, es que siguiera en la órbita del Ministerio de Economía y 
Finanzas su análisis para su posterior decisión. Esa es la situación actual de lo que planteó el senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Ya hay un proyecto en la comisión modificando la ley de agrocombustibles; 
lo digo para que lo tengan en cuenta como antecedente. Desde hace un año esta comisión tiene a 
estudio ese proyecto. 


Me gustaría conocer la cantidad de funcionarios que tenía ALUR en los años 2014 y 2015. 
También quiero conocer la previsión para este año. Así como nos informaron sobre Ancap, me parece 
que es importante conocer este dato. 


SEÑOR HERRERA.- Lo que puedo decir sobre ALUR es que actualmente tiene alrededor de 800 
funcionarios en todas sus plantas. Le puedo pasar el dato de los años 2014 y 2015 a la brevedad. 


SEÑOR BORDABERRY.- ALUR distribuía mucho dinero —como USD 50.000 en forma gratuita a 
distintas entidades en Bella Unión. Por ejemplo, a clubes de fútbol y no sé cuántas cosas más. Quiero 
saber si se sigue con esa estrategia. Por otra parte, ALUR hacía publicidad. También me gustaría saber 
si el presupuesto en publicidad sigue siendo el mismo o se ha bajado, tal como sucedió con Ancap. 


SEÑOR HERRERA.- La política que se ha llevado adelante en ALUR con respecto a la publicidad y las 
donaciones es tratarlas en las reuniones del directorio del organismo, el cual está compuesto por la 
ingeniera Saldanha, el director Labat y el gerente financiero, señor Mayola. Las decisiones, tanto sobre 
publicidad como de donaciones, se toman en el ámbito del directorio. Este año en publicidad no hemos 
hecho prácticamente inversiones; diría que más bien, muy pocas. Les puedo pasar el listado 2016. 


En materia de donaciones hemos seguido la política de generar, dado que Bella Unión es una 
región del país muy complicada en la cual ALUR tiene mucha influencia. Por lo tanto, sí hemos hecho 
pequeñas donaciones —cuyo listado les haremos llegar a la brevedad-— en la zona de influencia de 
ALUR, principalmente en Bella Unión. 


Con relación a 2015 hemos procedido a una reducción de los gastos de administración y 
ventas del entorno del 25%. 


SEÑOR MIERES.- A propósito de los gastos me gustaría saber en qué situación está el avión que 
compró ALUR en su momento y cuál es la postura del actual directorio a ese respecto. 


SEÑOR HERRERA.- La decisión que tomamos con respecto a la avioneta fue celebrar un convenio 
con la Fuerza Aérea con el formato de un comodato. La administración estará a cargo de la Fuerza 
Aérea a cambio de horas de vuelo que podrán usar ALUR, Ancap o cualquier empresa pública que 
requiera de horas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La primera pregunta que quiero hacer está vinculada al famoso remolcador Ky 
Chororo que empezó a funcionar a fines de 2015 —después de los inconvenientes con las 
barcazas—, sobre todo en la zona sur. Recién a Paysandú pudo ir a partir de mediados de año por 
aquel famoso accidente que ocurrió allí. 


Tengo entendido que actualmente hay algunos problemas de funcionamiento, de tiempo, de 
costos y de nocturnidad de los trabajadores que no viajan de noche. Quisiera saber si han hecho una 
evaluación acerca de los costos y si ello resulta eficiente o no, teniendo en cuenta los procesos 
contratados que utilizaba Ancap mientras se lo construía. 


SEÑORA JARA.- El Ky Chororo tiene algunos inconvenientes de funcionamiento que se vienen 
resolviendo. 


El convenio con los tripulantes se está renegociando en este momento. 


Quiero decir que el tema referido al Ky Chororo también forma parte de una denuncia penal, 
por lo que no tendría mucho más para agregar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La pregunta es para adelante y no para atrás. Concretamente, le estamos 
preguntando cómo está funcionando hoy —no cómo se construyó— y si tiene alguna evaluación con 
respecto a los costos y a los problemas de funcionamiento. 


SEÑORA JARA.- Los estamos resolviendo, por eso no tengo mucho más para agregar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siguiendo el orden de los informes de la comisión investigadora, me gustaría 
saber si se ha seguido operando con Trafigura, esto es, si a partir de la nueva gestión del directorio se 
han repetido las operaciones de triangulación. 


SEÑOR MIERES.- Sobre el tema del remolcador, quiero decir que ha habido un fallo de la justicia civil 
que otorgó razón a una demanda por indemnización de parte de la empresa Kios S.A. con respecto a 
la opción de Ancap de un empujador privado a través del contrato de arrendamiento. ¿El directorio ha 
tomado alguna medida al respecto? ¿Existe alguna investigación interna? 


SEÑORA JARA.- En realidad no hay una investigación interna; esto lo hemos analizado, sobre todo, 
con el afán de aprender, y lo cierto es que hay muchas licitaciones que eventualmente se recurren. 
Creemos que ese debería ser un tema de seguimiento a fin de aplicar procedimientos más robustos. 
Una de las áreas que nos interesa reformular y dotar de mejores herramientas, procedimientos y 
capacidades es el de abastecimiento. Analizando ese caso particular vimos que había aspectos muy 
difíciles de entender para alguien que lo observa desde afuera. En realidad, parte del peritaje se 
desdijo al día siguiente y pasó a estar en contra de los intereses de Ancap. Por lo tanto, no tenemos 
una opinión al respecto y se trata de un tema que no vamos a revisar, pero sobre el que nos interesa 
mejorar hacia adelante en cuanto a procedimientos y registros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a Trafigura, quisiera saber si Ancap ha seguido haciendo 
operaciones de intermediación luego de que asumió el nuevo directorio. 


SEÑORA JARA.- Trafigura pertenece a la lista de proveedores aprobados para crudos y derivados y 
cumple con el registro para poder presentar ofertas, por lo que eventualmente se hacen operaciones 
con Trafigura mediante procesos competitivos de compra directa de Ancap, es decir, sin ningún tipo de 
intermediación. En este momento no tengo conocimiento ni recuerdo de que hayamos hecho ningún 
tipo de operación en la que Trafigura tuviera el rol de intermediario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad pregunto si Ancap actuó como intermediario, tal como lo hizo en 
su momento. 


SEÑORA JARA.- No hubo ningún tipo de intermediación, ni de una parte ni de la otra. 


SEÑOR MIERES.- Este es un tema que planteamos durante el curso de la investigación el año pasado 
y, además, hicimos un pedido de informes el 16 de junio y lo reiteramos el 12 de setiembre, sin que 
hayamos recibido respuesta. Me parece que es de una enorme importancia saber si se ha resuelto lo 
relativo al procedimiento interno que Ancap utiliza para la compra del crudo. En el informe final 
consignamos ese punto como una de las situaciones notoriamente irregulares y, yo diría, de alto riesgo 
para la transparencia de Ancap en lo que respecta a la compra más importante que hace el Estado 
uruguayo, que es la compra del crudo. Hasta hoy no hemos tenido respuesta, ni al pedido de informes 
ni a su reiteración. De acuerdo con informes de la Auditoría Interna —me refiero al informe n.* 48 de 
2014 y al n.* 78 de 2015- se consignan debilidades sorprendentes en cuanto a la forma en que Ancap 
establecía los mecanismos de convocatoria a ofertas y a cómo se tramitaban. Para decirlo en forma 
breve, las ofertas llegaban a un correo electrónico de la Gerencia de Comercio Exterior y de la 
Secretaría General de Ancap, lo cual en buen romance implica un riesgo con respecto a la información 
previa al vencimiento de plazos para la recepción de ofertas en manos de dos funcionarios sobre los 
que no tenemos mayores garantías. Más allá de que ellos puedan ser muy honrados el procedimiento 
es de una vulnerabilidad escandalosa. Lo más lamentable es que el primer informe señalaba estos 
aspectos y el segundo que fue tramitado unos meses después, es decir el n.* 78 —aclaro que estoy 
hablando de informes de la Gerencia de Auditoría Interna y no de una idea mía—, establecía que no se 
habían adoptado las correcciones sobre las graves debilidades señaladas. Se decía que se había 


creado una casilla de correo nueva, pero las ofertas seguían yendo con copia a la Gerencia de 
Comercio Exterior. Tampoco se estableció un límite de acceso a la casilla creada, por lo que podía ser 
objeto de manejo por terceros. El informe concluía diciendo que en los términos en que está 
funcionando no es posible auditar los movimientos de la casilla —estamos hablando de la casilla de 
correo— puesto que todos los usuarios autorizados para su uso tienen la posibilidad de modificar o 
eliminar su contenido. Esto no lo digo yo sino la Auditoría Interna de Ancap. 


Esto lo agregamos en el informe final de la comisión investigadora, luego lo tramitamos por la 
vía de pedido de informes, pero no hemos recibido información. La pregunta es: ¿qué pasó con esto? 
¿Cuál es la situación actual? ¿Se corrigió o no? Si se corrigió: ¿qué se corrigió y cómo se corrigió? 
Para mí este tema tiene una gravedad enorme. El procedimiento anterior era bastante artesanal, por lo 
que se nos dijo; era la época en la que se usaban los faxes. La salida del fax caía en un cajón cerrado 
que tenía tres llaves repartidas entre tres gerentes y cuando vencía el plazo se juntaban, abrían las 
ofertas que nadie conocía previamente, y por lo tanto no existía suspicacia sobre que alguien pudiera 
informar a algún ofertante sobre las ofertas que estaban en cuestión. Ese sistema se vulneró 
totalmente con la implementación del nuevo. La pregunta es si se corrigió el nuevo sistema o seguimos 
teniendo ese problema. 


SEÑORA JARA.- Es una linda pregunta. 
SEÑOR MIERES.- No, es seria, de linda no tiene nada. 
SEÑORA JARA.- Es seria y es muy interesante porque me permite explicar unos cuantos temas. 


En primer lugar, vamos a empezar por el asunto de la auditoría. Estamos implementando una 
iniciativa para que las acciones de auditoría efectivamente se sigan y se cierren, lo que antes no 
ocurría. 


En segundo término, el informe de auditoría revela debilidades transaccionales que ni siquiera 
van al verdadero riesgo que hay en el proceso de compra de crudo. Lo único que mira es el precio del 
crudo. De acuerdo con su precio, uno recibe una cierta calidad. La calidad la determina una caja negra, 
que es un modelo de programación lineal —que no está actualizado y que no tiene una auditoría 
independiente reciente— que arroja un número. Es un modelo que tiene muchos años y no se conocen 
las restricciones que se le imponen. Entonces, la auditoría está mirando una parte que es relativamente 
obvia, pero el verdadero riesgo está en otro lado. Licitamos una consultoría que justamente audite, se 
adapte a las mejores prácticas, dé a conocer de qué se trata esa caja negra y sepamos que el número 
que da es el correcto, porque la gran pérdida es comprar un crudo que no sirve o que cuesta más de lo 
que vale. 


En lo que refiere a la parte transaccional que menciona el señor presidente de la comisión 
tomamos medidas transitorias mientras buscamos una solución mejor. Hoy en día hay plataformas 
electrónicas que son mucho más fáciles de manejar y de auditar, que evitan errores humanos y en las 
que queda todo registrado. Lo que estamos haciendo ahora es sacando un log de todo lo que pasa en 
esa casilla. Las ofertas se reciben en el día, se corre el modelo y se adjudican a las 5 de la tarde. 
Entonces, la respuesta relativa a este tema es que se tomaron algunas medidas un poco artesanales 
pero que ayudan a eliminar riesgos. Insisto, el riesgo de que estemos comprando un crudo óptimo lo 
estamos abordando, pero los procedimientos de contratación no son demasiado fáciles —y este tema 
es algo bastante específico— y recién estamos empezando este proceso. Esperamos tener cerrada la 
consultoría para marzo o abril del año que viene. 


SEÑOR MIERES.- A pesar de que soy lego en la materia entiendo la distinción que hace la presidenta 
de Ancap entre el precio en bruto y lo que después supone la calidad, etcétera, etcétera, para 
determinar cuál es la mejor compra. De cualquier manera, la situación de que esa oferta en bruto 
llegue a una casilla de correo de dos funcionarios y que ellos tengan acceso previo al vencimiento del 
plazo es una vulnerabilidad inaceptable. ¿Cuándo se instrumentó esta modalidad de un correo 
monitoreado? Entiendo que ese es el cambio. Se abre la casilla de correo adonde llegan las ofertas, se 
monitorea quién ingresa, ve e interactúa. Quisiera saber a partir de cuándo ocurre ese cambio. La otra 


pregunta que quiero hacer es obvia: ¿por qué no se me ha respondido el pedido de informes, ni 
siquiera cuando lo hemos reiterado a tantos meses de haberlo presentado? 


SEÑORA MINISTRA.- Reafirmando lo que señaló la presidenta Jara quiero aclarar que los correos son 
siempre auditables. Cualquier sistema de correos tiene un rol de administrador y se pueden 
implementar las trazas a seguir, que es lo que la ingeniera Jara recién señaló con la palabra logs. Creo 
que, por lo que el señor senador leyó, eso no fue tenido en cuenta por la auditoría. 


SEÑOR MIERES.- ¿Usted quiere decir que durante todos estos años —porque son años—, donde el 
mecanismo era que llegaban las ofertas al correo del secretario general y de la gerente de comercio 
exterior, se auditaron los correos? 


SEÑORA MINISTRA.- No, lo que quiero decir es que cuando la Auditoría General de la Nación dice 
que no se puede auditar, discrepo, sí se puede hacer. Quiero marcar un error en ese informe y que la 
presidenta Jara acaba de señalar que esa parte procedimental con el tema de los logs y con el 
procedimiento de que en el mismo día se respondan, es algo que se corrigió. Con respecto a cuándo, 
si me lo permite el señor presidente, pediría a la presidenta que lo aclarara. 


Me parece importante compartir con esta comisión el núcleo de la cuestión, que es el modelo 
que determina la conveniencia o no de una propuesta. 


SEÑOR MIERES..- Va a estar para marzo del año que viene. 

SEÑORA MINISTRA.- Sí, para esa fecha estaría terminada la consultoría. 
SEÑOR MIERES.- ¿A partir de cuándo sería? 

SEÑORA JARA.- No recuerdo a partir de qué momento se corrigió eso. 


SEÑORA MIERES.- Hay otra pregunta que no me contestaron —si no quieren no me la contesten—, que 
es por qué no recibí respuesta al pedido de informes que envié. Otra consulta que quería hacer es si 
no consideran necesaria una investigación hacia atrás por todos esos años en que existió una situación 
tan vulnerable tanto para Ancap como para el país. 


SEÑORA MINISTRA.- Con respecto a los pedidos de informes, la verdad es que hemos estado todos 
un poco desbordados. Recién le pregunté a la doctora Cardona qué pasó con ese pedido de informes 
y créame que la respuesta le va a llegar. 


SEÑOR MIERES.- La última pregunta sobre este tema es la siguiente. También quedó en evidencia en 
el proceso de investigación parlamentaria que la compra de crudo no se registraba en la Agencia de 
Compras y Contrataciones del Estado. ¿Eso se corrigió? 


SEÑORA JARA.- Le debo esa respuesta, señor senador; no tengo conocimiento al respecto. 
SEÑOR MIERES.- Lo pregunto porque eso corresponde; estuvimos averiguando al respecto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, podrían mandar esa información después, con posterioridad. 
SEÑORA JARA.- Sí, señor presidente. 


SEÑOR MIERES.- Esto se refiere a la Agencia de Compras y Contrataciones del Estado. Aclaro: 
cuando tratábamos de entender cuánto eran las importaciones de crudo, nos encontrábamos con tres 
registros que decían cosas distintas: el de Ancap, el de la Dirección Nacional de Aduanas y el del 


Banco Central. Estoy hablando de tres montos diferentes y parece lógico que las cuentas tengan que 
cerrar. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no tiene información al respecto, señora presidenta Jara, repito, puede 
enviarla a la comisión con posterioridad. 


En lo personal, tengo una aclaración para hacer. Hice referencia a una resolución de 
directorio acerca de la reducción de horas extras de 25% y aquí se habló de un 20 %. Tengo en mi 
poder la resolución que dice: «El directorio resuelve disponer, a partir del 1.2 de marzo próximo, para el 
presente año la reducción de un 25 % las horas extras realizadas con respecto al ejercicio anterior» y 
habla después de un 50 % de viáticos. Hacía referencia a esta resolución de directorio y por eso hablé 
de 25 %. 


SEÑORA JARA.- Hice referencia al compromiso de gestión con la OPP; y de ahí surge la confusión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente. 


Quiero hacer una pregunta puntual sobre el tema de la planta desulfurizadora, que también se 
trató en la comisión. 


La información que obtuvimos fue que, en realidad, se estaba utilizando una parte muy menor 
de la capacidad de la planta desulfurizadora. Más allá de la discusión —que ya pasó- sobre que 
estaba previsto tanto y costó tanto  —terminó totalizando más de USD 400:000.000-, la pregunta es 
cuánto ha estado siendo utilizada hoy la planta desulfurizadora de Ancap. 


SEÑORA JARA.- Honestamente, no es un dato que sigamos puntualmente. Más allá de la cantidad de 
crudo que se compra, cuánto azufre trae y cuánto va a parar a los productos, esto se usa en la medida 
necesaria para cumplir la especificación. 


Entonces, si bien la utilización de todas las plantas es un dato que aparece, básicamente, no 
es una información que venga siguiendo aunque, si el señor presidente lo estima conveniente, la puedo 
obtener. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, por favor. 


SEÑOR MIERES.- También quiero saber sobre la gestión de la publicidad, es decir, si ha habido 
cambios en esa gestión, no en cuanto al gasto en sí sino a cómo se gestiona la publicidad de Ancap. 
Concretamente, quisiera saber si se sigue sin exigir la presentación de tres presupuestos ante las 
distintas propuestas que la agencia de publicidad realiza y si se iniciaron investigaciones internas con 
respecto a la adjudicación de publicidad a la radio comunitaria de Quebracho y al costo de la fiesta de 
inauguración de la planta desulfurizadora. Esas son las preguntas. Reitero: consulto si hay alguna 
investigación interna acerca de la información que surgió sobre el pago de publicidad de una radio 
comunitaria en Quebracho, en el departamento de Paysandú y sobre el costo de la fiesta de 
inauguración de la planta desulfurizadora; no pretendo que se me diga su contenido pero sí si se ha 
tomado alguna decisión al respecto. 


Concretamente, son cuatro preguntas: sobre cambios en la gestión, acerca de si se ha 
modificado el criterio de pedir tres presupuestos —lo que no se hacía— a la agencia cuando esta ofrecía 
determinadas contrataciones y sobre los dos casos conocidos. 


SEÑORA JARA.- Respecto a los cambios en la gestión quiero decir que, básicamente, hemos 
anulado todos los gastos de publicidad. Los únicos que se van a considerar son aquellos que tienen 
que ver con el marketing de productos en competencia. De hecho, eso nos permitió reducir un 84 % 


con respecto a 2014. No tenemos un contrato con una agencia de publicidad en este momento y la 
verdad es que no le hemos dado prioridad porque no la estuvimos necesitando. 


En cuanto al procedimiento de contratación, entendemos que aplica el procedimiento general; 
no vemos que haya necesidad de hacer ninguna excepción. 


Con respecto a las investigaciones administrativas de los puntos que el señor senador ha 
mencionado, no hemos iniciado ninguna y tampoco lo tenemos previsto. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a hacer tres preguntas. 


Según se ha anunciado, Carboclor ha dado pérdidas, por lo que quisiera saber si la empresa 
ha sido diagnosticada y si se ha tomado alguna decisión acerca de su futuro. 


Por otra parte, me gustaría saber si se ha tomado alguna decisión o si existe un diagnóstico 
sobre la empresa Caba S.A. 


Por último, hace poco tiempo el Tribunal de lo Contencioso Administrativo emitió una 
sentencia que se hizo pública, en la que se estableció que había existido abuso de funciones dentro de 
Ancap respecto a un funcionario, pero esa resolución se anuló. Supongo que se habrán adoptado las 
resoluciones correspondientes al cumplimiento de la sentencia, pero es muy fuerte la conclusión de 
que existió abuso de funciones. Quisiera saber si está haciendo algo para corregir el abuso de 
funciones definido por la justicia y si han empezado algún tipo de investigación respecto a quién abusó 
de su autoridad en Ancap. 


SEÑORA JARA.- Con respecto a Carboclor, como el señor senador sabrá, esa compañía cotiza en 
bolsa. Por lo tanto, todo lo que se puede compartir como directores de Carboclor, está muy regulado y 
limitado, y tenemos que atenernos a eso. Igualmente, se han informado hechos relevantes. Uno de 
ellos fue en junio, fecha en la que se decidió comenzar con un proceso de desinversión de Carboclor y 
buscar un socio, un comprador o algún tipo de transacción. 


El segundo hecho relevante, que se informó la semana pasada —y es de conocimiento de los 
mercados-, tiene que ver con una empresa denominada Puente Hermanos, con la cual hay un acuerdo 
de desarrollo. Esta empresa solicitó una extensión de plazo para hacer una oferta vinculante y nosotros 
le contestamos que la compañía estaba en una situación muy compleja, que los plazos se habían 
excedido y que estábamos enfocados en tomar las medidas que tuviéramos que tomar y que sería 
interesante recibir una oferta, pero que no había plazos. Por las razones que les expliqué no podemos 
compartir más que eso. 


En cuanto a Caba S.A., estamos en la fase de estudiar alternativas. Ya tenemos nuestro 
diagnóstico, pero todavía estamos estudiando alternativas. Por lo tanto, tampoco puedo adelantarme a 
informar nada concreto. 


En el caso de la sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, le pediría al doctor 
Berti que responda esa pregunta. 


SEÑOR BORDABERRY.- Hemos entrado en una suerte de empantanamiento con esta nueva moda de 
decir que un tema es confidencial y no se informa al Parlamento. Y vale aclarar que, en definitiva, los 
accionistas de las empresas públicas son todos los uruguayos y nosotros los representamos. En ese 
sentido, en el Parlamento existe la posibilidad de declarar el tema secreto y confidencial; es más, 
cuando asumimos, todos los senadores prometemos, no solamente cumplir bien y fielmente nuestra 
tarea como legislador, sino también guardar secreto cuando así lo solicite el Cuerpo. 


Por lo tanto, pediría que se nos informe sobre estos puntos que se han dicho que son 
secretos, que no se tome versión taquigráfica ni se grabe y que se haga bajo la promesa de todos los 


que estamos acá de guardar el secreto correspondiente porque, de lo contrario, parece que he venido 
a esta sesión sin mucho sentido. 


SEÑORA MINISTRA.- Comprendo el ánimo de lo que plantea el señor senador Bordaberry, entiendo 
que esa figura existe y no tengo inconveniente en que se declare secreta la sesión, se interrumpa la 
versión taquigráfica y demás, pero quiero decir que Carboclor es una empresa que cotiza en Bolsa en 
Argentina, se rige por la ley de ese país, la presidenta de Ancap también es la presidenta de dicha 
empresa y la vamos a exponer. Al explicar cómo se está llevando adelante la negociación de Carboclor, 
más allá de lo que está permitido comunicar y de las formas en que debe hacerse de acuerdo con la 
legislación argentina, vamos a estar exponiendo a la persona de Marta Jara. Además, no sé si esa es 
una resolución que la presidenta de Ancap puede tomar por sí sola en este momento o se trata de algo 
que deba decidir el directorio del organismo. 


SEÑOR BORDABERRY.- No estamos pidiendo información de Carboclor; queremos saber cuál es la 
posición de Ancap en el futuro y qué hará con su participación en Carboclor. 


Por ende, como interpreto que quizás esto pueda generar algún tipo de información que 
beneficie a un posible interesado en un proceso de venta y no me interesa que eso suceda porque 
quiero que se beneficie Ancap, creo que en ese diagnóstico de la situación que ha dado pérdidas y 
demás, que ha tomado estado público, lo importante es que nos hagan conocer qué tienen planeado 
en eso y en Caba S.A. Por supuesto que no tengo problema con que no se tome versión taquigráfica y 
que el asunto sea reservado. De todas formas, quiero aclarar que integro la comisión de seguridad del 
Senado y, por ejemplo, cuando recibimos al ministro de Defensa Nacional o al del Interior para tratar 
los temas de terrorismo actuamos así; declaramos la sesión secreta porque no es bueno que los 
terroristas ni los delincuentes se enteren de cuáles son las políticas del Estado uruguayo para 
combatirlos. En esta ocasión sucede lo mismo. Quizás sería bueno declarar este asunto confidencial 
para poder conocer cuáles son los planes y los diagnósticos, no la información interna de Carboclor 
que no viene al caso. A la señora Jara le pedimos información en su condición de accionista y no de 
directora. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores senadores están de acuerdo, se pasa a sesión secreta para 
tratar este asunto. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 
SEÑOR BERTI.- Paso a relatar el asunto de la sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Los señores senadores saben que el Tribunal de lo Contencioso tiene como cometido declarar 
o no la nulidad de los actos administrativos y su único alcance es la declaración de dicha nulidad. En 
este caso, nosotros nos encontramos con una sentencia del Tribunal que disponía la nulidad de una 
decisión adoptada oportunamente por el directorio de Ancap. La primera decisión que tomamos en el 
seno de este directorio fue cumplir con esa resolución y formalizar la anulación de aquel acto 
administrativo que había dispuesto lo ya mencionado sobre ese funcionario. Si bien no estábamos 
claramente obligados por el fallo, considerábamos que era de recibo analizar los hechos que en su 
momento no habían sido investigados por el directorio. Por lo tanto, el segundo aspecto de esa 
resolución fue disponer una investigación administrativa sobre los hechos denunciados en aquel 
momento por funcionarios que no habían sido objeto de esa investigación. 


Con respecto al hipotético o eventual abuso de funciones señalado por el señor senador, 
desde el punto de vista jurídico, notamos que esa adjetivación excedía el cometido de la sentencia, que 
era anular el acto, pues estaba referida a otros aspectos ajenos a la instrumentación de ese acto. De 
todas formas, en primera instancia nos dispusimos a analizar la situación solicitando a los servicios 


jurídicos de Ancap que nos enviaran los antecedentes de lo sucedido, puntualmente sobre los aspectos 
del eventual abuso de funciones. 


Nos encontramos con la sorpresa de que ese tema no solo había sido objeto de una 
investigación —aunque no formalizada en una investigación administrativa—, sino que, también, se 
contaba con mucha información recabada por los servicios sobre cómo habían pasado las cosas e, 
incluso, había una denuncia penal presentada por este funcionario en el juzgado de crimen organizado, 
que en su momento había sido archivada porque el fiscal entendía que se trataba únicamente de un 
problema personal entre funcionarios. Entonces, si bien la presión tiene que ver con la relevancia penal 
de ese supuesto hecho, para nosotros fue un aliciente muy importante -que sumamos a la información 
que tenían los servicios jurídico del ente— para concluir que respecto de ese aspecto puntual no era 
necesario reabrir una investigación ya que el resultado de la denuncia penal y un montón de 
actuaciones administrativas indicaban que no hubo tal abuso. 


Sin perjuicio de ello, vamos a esperar los resultados de esta investigación administrativa y si 
surgen nuevos elementos podremos disponer o no una nueva investigación. Hoy, con los elementos 
arriba de la mesa, más la denuncia presentada por el propio funcionario, donde el fiscal dice que se 
trata de un problema de relacionamiento entre funcionarios, los servicios jurídicos encontraron que no 
había mérito para una segunda investigación. Sin perjuicio de ello, cabe la posibilidad de hacerlo una 
vez concluida la investigación original que dispusimos sobre los hechos que en su momento habían 
ocasionado estas actuaciones. 


No sé si fui claro porque el tema es un poco entreverado. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que lo entendí bien. Es obvio que la acción de nulidad del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo tiene la exclusiva finalidad de anular o confirmar el acto; así lo dice la 
propia Constitución y no hay dudas sobre eso. Lo que sí hay que tener en cuenta es que el tribunal 

—que tiene el mismo rango constitucional que la Suprema Corte de Justicia y está integrado por 
magistrados de la misma categoría— en el fundamento de su sentencia concluyó que hubo abuso de 
funciones. Entonces, me parece que ese solo fundamento, más allá de la opinión jurídica, amerita 
analizarlo, pero son opiniones y por eso hice la consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más consultas sobre el tema de la gestión de Ancap, pasaríamos al 
segundo tema de la convocatoria. Voy a intentar ser muy claro y cuidadoso en mis palabras y en la 
secuencia de los hechos. 


Esta comisión recibió a la Unión de Vendedores de Nafta del Uruguay, que concurrió con CPA 
Ferrere, para hacer algunos planteos y presentar las sugerencias que le iban a hacer a Ancap. Nos 
comunicaron que se iban a reunir con Ancap al otro día. La reunión con la comisión fue previa a aquella 
interrupción de suministro de combustibles que hizo la Unvenu en las estaciones de servicio. La 
comisión quedó en hacer un seguimiento del tema y que ellos nos iban a comunicar cuál era el 
resultado de esa reunión con Ancap. A semana siguiente, como presidente de la comisión, transmití 
institucionalmente lo que ellos habían manifestado. En consecuencia, resolvimos dos cosas: en primer 
lugar, intentar negociar, que es la otra tarea que tiene el Parlamento, además de legislar, tratando de 
articular sectores de la sociedad, de mediar, de buscar acercamientos y lograr una mesa de diálogo. En 
función de los anuncios públicos hechos por parte de Ancap y de la ministra Cosse, obviamente, el 
siguiente paso fue convocar al directorio de Ancap y a la señora ministra. 


Posteriormente, además, recibimos una nota del señor senador Camy en el mismo sentido de 
convocar a la ministra de Industria, Energía y Minería, y al directorio de Ancap. 


Como presidente de la comisión quiero dar cuenta de algunas gestiones que hemos hecho. 
Algunas no las hicimos solamente nosotros sino también algunos miembros de la comisión —no cometo 
ninguna infidencia en nombrar a las señoras senadoras Tourné y Topolansky, a quienes agradecemos 
la gestión— con el fin de tratar de buscar, generar —nos parecía muy prudente— una mesa de diálogo en 
función de que las partes afectadas por el nuevo anuncio por parte del Ministerio de Industria, Energía 
y Minería, y de Ancap no sentían que habían contado con el ámbito adecuado. 


Hasta ahora fracasamos con total éxito. No hemos conseguido generar esa instancia. La 
verdad es que pienso que todos estamos perdiendo una oportunidad. 


El Gobierno tiene derecho a cambiar los sistemas, a ser más eficiente y a buscar ahorros; 
inclusive, parte de eso se había anunciado en la Rendición de Cuentas por parte de las autoridades del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Todos tienen derecho sobre los objetivos. Ahora bien, en cuanto al 
cómo, es decir, a las formas -y, ahora sí, no involucro a la comisión y hago una introducción, por lo 
menos, con una opinión que es absolutamente personal y me hago cargo de ello-, creo que no han 
sido las más felices en cuanto a generar las instancias de negociación para evitar consecuencias, 
riesgos e impactos negativos. Si buscáramos los ámbitos correspondientes podríamos evitar todo eso; 
mientras tanto, no innovar. Nos parecía importante generar un ámbito de negociación mientras no se 
innova, sobre todo con las noticias de los últimos días. 


A mi juicio, algunas manifestaciones —de un lado y del otro— han subido de tono. Y no estoy 
endosando intencionalidades sino que estoy hablando de la realidad como espectador, obviamente 
interesado, porque somos parlamentarios, y sobre todo cuando vemos que más actores se suman a la 
preocupación de la implementación del nuevo sistema, teniendo en cuenta que, además, mañana 
vencen los contratos con los sellos distribuidores. ¿Qué va a pasar mañana? Parte de eso es lo que 
queremos hablar con la ministra de Industria, Energía y Minería y con el directorio de Ancap. 


Debemos tener en cuenta que esto no solo va a cambiar las reglas de juego para los sellos, 
para los sellos de distribuidores, para los fleteros, para los estacioneros de servicio, sino también para 
una serie de beneficiarios de convenios. 


Acá tengo los listados de todas las empresas. Puedo hablar de rubros para no hablar de 
empresas que están conveniadas, donde reciben hasta el 80 % y algunas hasta el 90 % de la 
bonificación. Eso implica que, en realidad, por tener contratos o convenios con sellos o con estaciones 
de servicio, reciben un combustible —particularmente gasoil- en algunos casos, $ 3; $ 3,23; $ 3,64; 
$ 2,83 más barato. 


¿Quiénes son? Empresas forestales; empresas varias de transporte de pasajeros —todas 
son muy conocidas—; de transporte de carga; de la construcción; agropecuarias; arroceras; molinos 
arroceros; contratistas forestales; todo el agro; algunos productores y transportistas de leche. Sin duda, 
si esto se implementa de esta forma, va a generar un impacto en el precio final del combustible y, por 
ende, en la producción. 


A eso hay que agregarle que hay advertencias de los sellos, incluyendo Ducsa a sus 
estacioneros, de que si se aplica este sistema está en duda la continuidad de los convenios. También 
se suma una carta —en el día de ayer— de la Unión de Vendedores de Nafta del Uruguay a los sellos 
que dice: «Es de público conocimiento que Ancap ha anunciado la aplicación de un nuevo modelo de 
distribución de combustible, el nuevo sistema entre otros efectos empeorará sensiblemente la 
bonificación de más de las mitad de las estaciones de servicio de todo el país disminuyendo 
sensiblemente los ingresos de las mismas». Estoy leyendo, no estoy haciendo un juicio de valor. «Si 
bien rechazamos expresamente el cambio propuesto y aún no tenemos certeza respecto a la fecha y a 
la forma en que se aplicará el cambio nos adelantamos en informar que los operadores de las 
estaciones de servicio de todos los sellos afiliados a la Unvenu no aportarán más con el descuento de 
su bonificación a los convenios que las compañías distribuidoras han firmado con las empresas 
grandes clientes». Acá tengo el listado, son todas conocidas: transporte de cargas, de pasajeros, fletes 
y agropecuaria. Es obvio que se van a trasladar los impactos. ¿A quién? Al consumidor, al que usa el 
flete y el transporte. 


La convocatoria a la comisión —al no haber podido generar la instalación de una mesa de 
diálogo, que fue el objetivo inicial de la comisión—, es tratar de hablar este tema con ustedes y buscar 
mecanismos para amortiguar impactos más allá de que -—y reitero lo que dije al principio- todo 
Gobierno tiene derecho a plantear nuevos sistemas. Este es un sistema que funciona desde hace 40 
años, que se podrá mejorar, hacer más eficiente o ahorrar USD 30:000.000 o USD 40:000.000. Con 
respecto a las formas, en lo personal, me parece que no fue la mejor y creo que hay margen parar 
evitar los impactos. Por eso, con este tono quiero hacer la introducción a este tema y poder discutir en 


los mejores términos para ver si el Parlamento —o los parlamentarios— podemos ayudar a tratar de 
buscar mecanismos de amortiguación del impacto. 


Esta es simplemente la introducción. 


SEÑORA TOURNÉ.- Voy a hacer algunas precisiones y a comunicar cómo interpretamos este 
momento. 


Hace un tiempo recibimos una delegación de los estacioneros que ya venían con una 
resolución tomada de cortar el suministro de combustible y plantearon una serie de puntos de vistas, 
reivindicaciones o como le quieran llamar. Es evidente que estas declaraciones generan una situación 
crítica en el país y es verdad que en lo personal tuvimos conversaciones con el señor presidente, pero 
me gustaría precisar lo que opinamos en el momento. Aceptamos su propuesta de hacer ese 
ofrecimiento de la comisión siempre y cuando las partes, que son las que interesan, acudieran a 
nuestro servicio. Por lo tanto, no interpreto que hayamos fracasado. Cuando aceptamos, también 
pusimos otra condición, y lo dijimos públicamente, porque cuando uno se coloca o acepta un rol de 
abrir un espacio de diálogo no es bueno calificar a ninguna de las partes porque se anula, se vuelve 
parcial. En ese sentido me parece importante que ahora tengamos esta segunda instancia. 


Escuchamos con mucha atención a los estacioneros, todo lo que dijeron y propusieron, ahora 
me interesa escuchar a la otra parte y recién ahí podré —desde mi humilde lugar— tener una 
valoración adecuada, porque aún no he escuchado la fundamentación del porqué de las propuestas del 
directorio de Ancap más allá de lo trascendido a través de la prensa. La verdad que últimamente 
prefiero escuchar directamente a los protagonistas, porque veo que hay algún problema en el traslado 
de información a la prensa; por lo tanto, prefiero escuchar. Insisto que si uno tiene la disposición de 
mediar —por decirlo de alguna manera— debe, cautelosamente, restringirse de calificar, si no se está 
anulando en su capacidad de mediar porque ya se tiene una postura. 


Estas eran las aclaraciones que quería hacer. 


SEÑORA MINISTRA.- Señor presidente: entiendo que en su planteo, respetuosamente y con todo 
derecho, ha expresado una opinión sobre las formas. Quiero decir que, en este proceso, hemos 
cuidado las formas al extremo. 


También como lo señaló, en la Rendición de Cuentas comunicamos que el objetivo era un 
ahorro en este rubro de gastos de Ancap, que es uno de los principales. 


O sea que, como es sabido, desde esa instancia seguimos un proceso de análisis, en el que 
se mantuvieron reuniones en el Ministerio de Industria, Energía y Minería con representantes de 
Unvenu; en el ministerio con participación de Ancap y de Unvenu; luego en Ancap con participación del 
ministerio y de Unvenu; así como en Ancap, con personal de Ancap y de Unvenu. Se les explicaba 
todo, a medida que se avanzaba en la búsqueda de la forma para llegar a la meta pautada en la 
Rendición de Cuentas. 


Reitero: tenemos esa meta pautada en la Rendición de Cuentas y el análisis que se hizo es el 
siguiente. En este caso es algo así como una empresa que entre sus gastos tiene un servicio de 
cadetería contratado, y al que con el tiempo suficiente se le avisa que llegado el vencimiento del 
contrato, se revisarán, renegociarán y pautarán las nuevas condiciones; este es uno de los gastos de 
Ancap sobre el que ya se había avisado que iba a bajar. 


Todos nosotros, hasta en el trato personal, hemos obviado diversos tipos de agresiones, 
porque estamos para mirar para adelante, para construir una Ancap sólida y para cumplir con lo que se 
pautó en la Rendición de Cuentas. De modo que, señor presidente, quédese tranquilo, porque hemos 
abierto y respetado los espacios de diálogo. Sucede que acá hay una empresa negociando 
condiciones, con otras. Por tanto, como es usual, la negociación está sujeta a un marco normativo, a 
un contrato que tiene un vencimiento, y ello fue avisado en tiempo y forma. 


Hemos obviado también el anuncio de que se tomarían medidas de fuerza antes de que se 
concurriera a las reuniones pautadas y hemos seguido abriendo los espacios de diálogo. De hecho, 
hace relativamente poco, el gerente general de Ancap recibió a la delegación de Unvenu. 


Si los señores senadores me permiten, dejaría el uso de la palabra a la ingeniera Jara para 
que aclare los detalles y para que, como expresó la señora senador Tourné, dispongan de la 
explicación de la reforma que se está planteando: el por qué, el para qué y sus ventajas. 


También quiero dejar en claro un tema de política pública, que es el siguiente. Me parece muy 
bien que grandes clientes puedan conseguir condiciones más competitivas, pero lo que decimos es 
que la espalda para esas condiciones más competitivas, hoy no puede ser Ancap. Esas condiciones de 
descuentos o de financiaciones que reciben esos grandes clientes, están bien, pero son subsidios que 
no creo que lo tengan que administrar ni los sellos ni los estacioneros. En todo caso, deberán 
conseguir otras fuentes de financiación si quieren mantener esos descuentos. 


Le cedería el uso de la palabra a la ingeniera Jara para que explique los detalles de la 
reforma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Después de la intervención de la ingeniera Jara, voy a hacer algunas 
consideraciones sobre las expresiones de la señora ministra. 


SEÑORA JARA.- Creo que no vale la pena ahondar en las instancias de diálogo que hubo, pero 
queremos dejarlos tranquilos que este continúa. Tanto Unvenu, como Petrobras y Axion saben 
perfectamente donde estamos. De hecho, mientras estamos aquí, se están reuniendo el gerente 
general con representantes de Axion y Petrobras. Eso ya estaba concertado. Y Unvenu, en los últimos 
días, manifestó en varias reuniones en Ancap que empezaba a trabajar en una propuesta que se 
encuadrara en los lineamientos, incluyendo algunos ajustes al sistema de franjas, que ellos creían que 
lo hacía más justo y que posibilitaba cumplir mejor con los objetivos. Desde luego que estamos 
dispuestos a tener ese tipo de diálogos, lo que sucede es que a veces dialogar y ponerse de acuerdo 
no son exactamente sinónimos. Estamos hablando de un sistema que tiene 40 años —si bien creemos 
que tiene cosas muy buenas y entre los objetivos está mantener las características que se consideran 
positivas—, por lo que es difícil cambiar el paradigma. Incluso, en el abordaje que hizo Unvenu a través 
de una consultoría —CPA Ferrere, que hizo un buen trabajo-, se contestó una pregunta que no 
necesariamente era relevante. La preguntaba era sobre cómo evolucionaron los costos. Ese es un 
problema de Unvenu y no de Ancap. Entonces, el cambio de paradigma que estamos proponiendo es 
que en la distribución secundaria, si bien hay precios administrados —donde tienen que tener en cuenta 
el margen de los mismos, el cual tiene que ser razonable y luego aclararé por qué creemos que tiene 
que ser razonable—, dentro de su negocio ellos tienen que tomar ciertos riesgos, así como acciones 
que ayuden a mantener su competitividad. 


Me interesa señalar que estamos convencidos que todo lo que estamos haciendo se 
encuadra perfectamente en el marco legal. Podemos hablar de otras consideraciones comerciales y de 
relacionamiento, pero para nosotros el cumplimiento de la ley está por encima de todo. No haríamos 
nada a sabiendas que viola el marco jurídico. 


En cuanto a la distribución estamos hablando de empresas de importancia regional, con todos 
los recursos. Es más, los contratos no se firmaron con Axion sino con ESSO. Muy mal pueden 
argumentar estas empresas que no entienden el hecho de que ellos se someten expresamente a un 
plazo que puede ser denunciado de cierta forma. El alegar que hay reglas de juego que se están 
violando intempestivamente, nos parece totalmente como pusimos en la carta— malicioso. No es 
así. 


Con relación a las estaciones de servicios entendemos que Ancap es la que fija las 
bonificaciones. Incluso, en todos los nuevos contratos que se fueron renovando, los concesionarios 
aceptaron una cláusula que dice que se estaba pensando ajustar las condiciones y que ellos estaban 
abiertos a atenerse a las mismas. Quería hacer esta aclaración. 


Por otra parte, se preguntó cuáles eran los objetivos del modelo. Reconocemos que la gran 
ventaja del modelo es que tiene una cobertura en todo el territorio y eso es importante mantener. Si 
fuéramos a un sistema desregulado probablemente las estaciones que están más lejos o las más 
chicas tenderían a desaparecer porque el sistema las penalizaría; sería una red más concentrada y 
metropolitana y esto no es lo que queremos en general como sociedad. 


También es interesante o positivo el modelo que garantice el acceso a los combustibles en 
condiciones de equidad. No se trata de que en Montevideo el litro cueste $ 42 y en Rivera $ 50, porque 
ese tampoco es el objetivo y es lo que tratamos de preservar. Además, eso no puede venir a expensas 
de una falta de eficiencia porque igual podemos buscar la manera de lograr que el modelo sea 
eficiente. 


El paradigma que traíamos durante cuarenta años era mirar una estación promedio y discutir 
su estructura de costos. Para que los señores senadores tengan una idea, si hacemos una distribución 
de volúmenes, el 60 % de las estaciones es más chica que la estación promedio y el 40 % más grande 
que ella. ¿Qué quiere decir esto? Se debe inflar lo suficiente a la estación tipo para que le permita 
subsistir a las chicas; de lo contrario, no funcionaría. Entonces, no nos parece que sea un modelo que 
cumpla con los criterios de equidad de la forma más eficiente. Además, hay una asimetría de 
información muy grande donde el corporativo de los estacioneros encuentra la manera de inflar esos 
costos, porque ese es su interés. 


Por otra parte, debo decir que en los últimos años las estaciones han incorporado un montón 
de negocios complementarios, algunos de ellos vinculados al automóvil o al servicio propio de la 
estación de servicio y otros relacionados con el tráfico de clientes que se genera a partir de la estación 
de servicio. Esto también debe entrar en la ecuación y tiene que haber un incentivo para que la parte 
de combustibles sea lo más eficiente posible. 


Por ejemplo, de la observancia de las comparativas regionales —aclaro que no hablamos ni de 
estaciones con autoservicio ni de estaciones en el hemisferio norte con otros paradigmas o estructuras 
de costos totalmente diferentes— se desprende que en Brasil y en Argentina, con la misma cantidad de 
gente —es decir, diez o doce pisteros—, el margen disponible para la estación es el doble en Uruguay 
que en Argentina y el 40 % más en Uruguay que en Brasil. Por lo tanto, nos parece que esas 
referencias son muy importantes. Estamos hablando de una estación de 200.000 litros. 


Sinceramente debo decir que en esto no vemos un tema de sustentabilidad. No haríamos 
ningún favor a nadie, incluido Ancap, si fuéramos hacia un sistema que creemos que no es sostenible y 
que va a terminar destruyendo una red. No vemos ese riesgo porque hay una utilidad y está muy bien 
que así sea; lo que ocurre es que no podemos garantizar una renta. Ahora bien, la evidencia más 
grande de que esa renta es excesiva es la magnitud de los descuentos que se pueden dar. Digo esto 
porque, en muchos casos, la estación de servicio da un descuento del 80 % de su ingreso, es decir que 
renuncia al 80 % de su ingreso por litro. Y puede haber clientes que se justifique subsidiar pero, en 
todo caso, esa no es una decisión que pueda tomar el estacionero y ni siquiera Ancap; ello es objeto de 
política pública. 


Nuestro interés es reducir ese escape de renta —no necesitamos garantizarlo— porque, al final, 
lo está pagando el Estado o el consumidor. Y, ¿por qué hay que dárselo a quinientas estaciones y tres 
distribuidoras? 


He hablado mucho de las estaciones pero, en el caso de las distribuidoras, en los últimos diez 
años se registró un aumento de volumen que, si no me equivoco, se ubicó cerca del 50 %. El aumento 
en términos reales acumulado desde hace 10 años es del 10 % o 15 %. Entonces, nosotros 
conocemos la ecuación económica de Ducsa y nos damos cuenta de que el sistema tiene la capacidad 
de trabajar con menos margen. Por lo tanto, estamos convencidos de que este es el modelo que más 
conviene, no solo a Ancap, sino a lo que estamos tratando de lograr que es proveer combustible en 
condiciones de equidad. En ese sentido quiero decir que nosotros implementamos las políticas 
públicas que fija el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quería dejar una constancia con respecto a lo que ha dicho la señora 
ministra. Aclaro que lo que voy a decir no involucra a la comisión; debería hablar como un senador más 
y no como presidente, pero no puedo dejar la presidencia porque la señora senadora Topolansky, que 
es la vicepresidenta de la comisión, está ejerciendo la Vicepresidencia de la República. 


Obviamente, no comparto las expresiones de la señora ministra, más allá de que cualquier 
gobierno tiene el derecho de plantear un sistema nuevo; el hecho de que el actual tenga 40 años o 
que haya suministro de combustible seguro en todo el país, no significa que eso deba ser para 
siempre. Soy el primero en reconocer los derechos a poder cambiar el sistema, a poder plantear una 
nueva composición en la escala de distribución, teniendo en cuenta lo que puede o no puede regular 
Ancap. Hay cosas que tienen que ver con el Poder Ejecutivo y hay intervenciones que debe realizar la 
Ursea, lo que en este caso no ha ocurrido. Nada es intocable, todo se puede mejorar e, incluso, se 
puede hacer más eficiente. Más aún: el Gobierno puede tener la decisión de regular el sistema de 
distribución secundaria con un 10 %, es decir, USD 30:000.000, USD 40:000.000, como se planteó 
originalmente. De todos modos, no escuchamos nada sobre la distribución primaria que va de Ancap a 
las 5 plantas que tiene, tema del que nos gustaría saber más en cuanto a cómo se hace más eficiente 
de la puerta para adentro. Pero aparte de eso, lo que creo en lo personal —y no involucro a nadie más—, 
es que las formas van a generar un impacto en cadena mucho más allá de lo que hoy podemos 
dimensionar. Quizás se podrían mantener las formas adecuadas en el sentido de establecer las mesas 
de negociación que, según tengo entendido, todavía no se han instalado. 


SEÑORA MINISTRA.- Informo que sí hay mesas de negociación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes dirán que sí. Comparto la información que tengo y ustedes dan su 
versión, pero de acuerdo a lo que me han informado, no hay mesas de negociación. No ha habido 
mesa de negociación sobre este nuevo modelo. Creo que si generamos, por un tiempo prudencial, una 
prórroga y una mesa de negociación, quizás con los mismos objetivos se termine en el mismo puerto y 
con menores impactos. Lo que no puedo aceptar es que se diga que Ancap no tiene la espalda 
suficiente ni la obligación de subsidiar a tamberos, arroceros, etcétera, porque no es su tarea. Al 
respecto debo recordar que desde octubre del año pasado los uruguayos estamos subsidiando a 
Ancap, con un combustible mucho más caro de lo que deberíamos estar pagando, en función de una 
decisión del Poder Ejecutivo de capitalizar a la empresa, según mis cálculos, con más de USD 
140:000.000, teniendo en cuenta la diferencia del precio del crudo, del dólar, más el IVA que se 
recauda, sobre todo por el gasoil. 


Por lo tanto, con todo respeto, ese argumento no lo puedo aceptar o, por lo menos, no lo 
puedo compartir; tenemos visiones diferentes. En este caso, ojalá salgamos de acá con la intención de 
ir hacia adelante, de generar los ámbitos de diálogo para disminuir los impactos negativos. Aquí 
estamos para construir y, en eso, tengo un matiz con la señora senadora Tourné. Creo que hicimos 
todo lo posible, pero no encontramos demasiado eco. Si hay margen, la verdad, me llevaría una 
enorme sorpresa, tendrían mi consideración; quizás, hasta revalidaría gran parte del crédito que le 
otorgamos a la presidenta del Directorio de Ancap cuando asumió su cargo. 


SEÑORA MINISTRA.- Quiero aclarar algunos temas que menciona el señor Presidente. 


Insisto en que del lado del Ministerio y de Ancap se han cuidado las formas y los parámetros 
de urbanidad en el diálogo y en los planteos. Como decía la ingeniera Jara, antes que nada estamos 
amparados en el marco normativo, dentro de un contexto de buen trato y buena voluntad. Lo dejo 
tranquilo, señor presidente, en cuanto a que los espacios de negociación como decía la 
presidenta Jara- están dándose incluso ahora mismo, ya que el gerente general de Ancap está 
celebrando una reunión, que no es la primera porque ya hubo otras. Lo que está pasando aquí es que 
hay una empresa negociando con un proveedor de un servicio y lo están haciendo dentro de un marco 
legal. Otra cosa es ponerse de acuerdo; eso forma parte de las reglas comerciales de cualquier par de 
empresas que negocien condiciones. En ese sentido, reitero, lo dejo tranquilo de que eso está 
sucediendo. 


Yo no dije, ni creo que lo haya dicho la presidenta de Ancap, que no estamos de acuerdo con 
subsidiar algunos sectores de la producción nacional o que no se merezcan tener un subsidio del 80%, 


del 60% o lo que sea. No estamos diciendo que no lo merezcan, sino que con el sistema actual el que 
decide a quiénes van esos subsidios y en qué cantidad, son actores privados, en función de una renta 
que reciben del ente. Lo que está tratando de hacer el Directorio está basado en determinadas 
medidas —algunas de ellas fueron presentadas por la presidenta Jara al principio de la reunión— que 
apuntan a tener una empresa robusta. Si gana Ancap, ganan todos los uruguayos. Si logramos que 
Ancap sea una empresa sustentable, robusta, con posibilidades de construir futuro —yo creo que las 
tiene—, van a ganar todos los uruguayos. Como entenderán los señores senadores, los temas que se 
abordaron hoy sobre la gestión de Ancap son de difícil gestión y ustedes han visto que se han venido 
tomando medidas. Esta justamente es una medida difícil que la empresa viene negociando con los 
proveedores dentro del marco legal, con buenas prácticas y con razonabilidad, porque esos números 
que planteaba la presidenta sobre las estaciones en Brasil o en Argentina, son comparaciones 
independientes incluso del tamaño del mercado de esos países, ya que se toman empresas que 
venden la misma cantidad de litros, que tienen la misma cantidad de personal y, además, está lo de 
Ducsa. Entonces, las medidas se están tomando con razonabilidad, protegiendo la equidad y a las 
empresas más pequeñas. La Unvenu ha planteado a Ancap la posibilidad de establecer un sistema de 
franjas diferentes, ha pedido información y el ente le dio todos los datos para que trabajaran en ese 
tema. 


SEÑORA JARA.- Creo que no mencioné que a partir de pasado mañana, cuando empiecen las nuevas 
condiciones para la distribución, todas las partes están invitadas a sentarse para hacer la sintonía fina 
del modelo. Es un período de transición en el cual lo único que va a cambiar es el número 
correspondiente al margen y a las bonificaciones. Primero el margen, y a fin de año tienen que 
empezar las nuevas bonificaciones. Luego hay muchos términos y condiciones que son relevantes, que 
hacen a la ecuación económica —como son las condiciones de pago—, que se van a resolver dentro de 
un tiempo que quizás puede llegar a seis meses. Pero para nosotros es muy importante ejercer nuestra 
prerrogativa —ya que finalizaron los contratos— de fijar nuevos márgenes y bonificaciones. Eso forma 
parte de las reglas del juego. 


(Ocupa la presidencia la señora senadora Tourné). 


SEÑOR CAMY.- Saludamos la presencia de la señora ministra, del señor subsecretario, de la 
presidenta y los directores de Ancap y de los asesores del ministerio. 


El señor senador Larrañaga —que tuvo que retirarse— presentó un pedido de informes — 
bastante importante— a la ministra hace aproximadamente 60 días, que no ha sido contestado y que, 
de haberlo sido, nos habría permitido venir con conclusiones o al menos conociendo las opiniones que, 
en definitiva, nosotros debimos ir concluyendo a partir de lo que fuimos escuchando en los medios de 
prensa. Hago esta salvedad porque tal vez dé como propia o asuma definiciones que no han sido 
formalizadas. No obstante ello, quiero dar mi parecer sobre el tema. 


No voy a cuestionar la forma en que se lleva adelante la negociación porque somos grandes y 
en esto a cada uno le cabe su responsabilidad, pero me parece que deben quedar claros en esta 
comisión algunos datos básicos del sector que con seguridad son perfectamente conocidos por los 
integrantes de la delegación. 


Hace algunos meses, cuando solicité información al Banco de Previsión Social, los 
trabajadores eran 8.342. Son aproximadamente 4.800 los pisteros que existen en la cadena de más 
de 400 estaciones de servicio. El 80 % de los comerciantes son propietarios de una sola estación de 
servicio; generalmente, en la mayoría de los casos, hay más de un dueño —esa es una de las 
características que distingue al sistema de distribución de combustibles en Uruguay— y, por supuesto, 
todas las estaciones son de capital nacional. El 62 % de ellas son micro o pequeñas empresas y el 
38 % restante son empresas medianas, tal como lo señaló la señora presidenta de Ancap. 


Creo que en el Uruguay -y quizás pueda sorprender que un senador de la oposición diga 
esto, sobre todo teniendo en cuenta el contexto de todo lo que se ha hablado de Ancap a lo largo de 
este tiempo- tenemos un muy buen sistema de distribución de combustibles. Es más, creo que es el 
mejor de la región, y estoy convencido de ello. ¿Por qué? Veamos. ¿Qué tengo que juzgar para 
concluir si un sistema de distribución es bueno o malo? En primer lugar, la seguridad en el suministro 


y, en segundo término, la calidad del combustible. Es sabido que Ancap ha hecho esfuerzos para 
mejorar la calidad en los últimos años, pero fundamentalmente y desde hace, al menos, más de veinte 
años —no sé si cuarenta— tenemos el mismo sistema, regido también por el mismo marco normativo y 
eso ha generado seguridad en el suministro. Es un sector donde prácticamente no hay conflictividad, a 
diferencia de lo que ocurre con otros sectores vinculados directamente a Ancap como, por ejemplo, el 
de GLP. Reitero: en el sector del que hablamos no hay conflictividad y existe seguridad en el 
suministro. A su vez, está regulado. Tal vez por eso en este aspecto sucede lo que no acontece en el 
resto de la región. Esto está demostrado incluso por las entidades que nuclean, a nivel de América del 
Sur, a las estaciones de servicio. Por eso afirmo que el sistema de distribución de combustibles 
líquidos en el Uruguay es eficiente, y por eso lo también lo cuido y me alarmo cuando se plantean 
modificaciones. ¡Ojalá esas modificaciones me convenzan y sean para bien, pero lo cierto es que 
estamos afectando algo que funciona de manera óptima! No estoy hablando de los costos de Ancap, 
de las pérdidas, de si la bonificación es alta o baja, de si a las distribuidoras les alcanza o no, de si 
tiene que abrirse el mercado de las distribuidoras, ni de si tiene que haber bandera blanca para los 
estacioneros, que seguramente la quieran. No, no; estoy hablando de la seguridad del sistema de 
distribución de combustibles para los usuarios. Todos los días, en todos los puntos del país donde 
existen estaciones de servicio, hay combustible a disposición de los tres millones de uruguayos que 
quieran comprar, a pesar de que hemos bajado en más de 250 los puntos de venta en los últimos años. 
Quienes somos del interior, y sobre todo aquellos que viven en los puntos más alejados de la capital, 
somos los que más sufrimos esto, porque ahí sí se paga muchísimo más caro. Pero, ciertamente, en 
nuestro país no hay ningún lugar donde no haya combustible; ninguno. 


El pueblito más chiquito tiene combustible pero paga $ 8 o $ 10 más por la nafta que aquí en 
Pocitos o en las capitales departamentales. Esto también es verdad y es la realidad del sector en 
Uruguay. 


La Rendición de Cuentas estableció, como se dijo, que el Poder Ejecutivo encomendaba a 
Ancap disminuir un 10 % el costo de distribución secundaria de combustible, lo que equivale a USD 
38:000.000 aproximadamente. 


Ahora bien; en realidad, sabemos que el precio del combustible se compone de tres grandes 
rubros: de la importación y la refinación —el costo Ancap, como le llamamos vulgarmente—, los 
impuestos y, por último, los costos de distribución, que es el porcentaje menor y donde se incluyen el 
flete, las distribuidoras, las bonificaciones, etcétera. Supongo que el impuesto —que, en un litro de 
nafta, debe representar el 40 % o 42 %- debe ser, literalmente, caja del Estado, más o menos. Esto lo 
digo pensando en el ciudadano —a quien tenemos que defender— porque Ancap es de todos, como se 
dijo. 


Entonces, por ahí empezamos: el 10 % del costo de distribución secundaria es lo que el 
Poder Ejecutivo definió y encomendó bajar a Ancap. 


Voy a hacer el esfuerzo de no ingresar en el terreno de preguntar a los representantes de 
Ancap en cuánto o de qué manera creen que tienen que afectarse algunos negocios que hoy son 
ruinosos en Ancap. Es discutible si esos negocios tienen que seguir o no; ahí hay un tema de tope de 
monopolio y de políticas públicas, como se habló. Esto se puede discutir pero si hablamos en términos 
empresariales podemos decir que hay, por lo menos, dos negocios muchísimo más ruinosos y que 
seguramente se podrían afectar para sacar USD 38:000.000. ¿Por qué? Porque estoy hablando de 
casi 9.000 empleados -8.500 pisteros— y de más 400 empresas de las que el 40 % son medianas y, el 
resto, pequeñas. Me pregunto si está prohibido que, por ejemplo, se saque a los 25 trabajadores de 
una estación y que el combustible se autodespache; eso no está prohibido y hoy lo podríamos hacer, 
como en Europa o en Estados Unidos. Esta puede ser una de las consecuencias, seguramente, porque 
no creo que ninguno de los grandes estacioneros quiera perder plata. 


Aquí ingreso en un terreno en el que es posible que maneje información que, como no tuvimos 
la contestación del pedido de informes, no sea la que efectivamente esté manejando el ministerio o 
Ancap. Según la información que me ha llegado, se habla de un franjeado donde, en los primeros 
30.000 litros, en el modelo que se proyecta cambiar se afectaría un beneficio de un 5 % de aumento en 
la bonificación. De los 30.000 a los 150.000 litros se mantendría en el régimen actual y después de los 


300.000 habría un 38 % de disminución en la bonificación. Si esto es así, no dudo de que los dueños 
de las estaciones —las que tienen mucha más generación de trabajo— van a pensar en ajustar allí 
porque, entre otras cosas, también es verdad que en el año 2013 Ancap modificó unilateralmente la 
paramétrica de bonificación, lo que alteró el costo de la mano de obra para estas empresas. Por ende, 
en Caso de que se materialice esto que se proyecta, se va a agudizar mucho más la situación 
económica del sector. 


En lo personal, hablé con el ministro de Trabajo y Seguridad Social y recuerdo que me dijo 
que sí, que había un compromiso para diciembre, cuando se cierra el acuerdo tripartito en el sector, en 
el que intervino también el director Nacional de Trabajo. Pero después, el año pasado, Ancap 
desconoció la aplicación de la paramétrica de esos costos. 


Aquí hubo un desconocimiento del costo de una estación de servicio, que fue determinado por 
la propia Ancap en el año 2012 —como bien señalaba la presidenta— cuando se definió la estación tipo 
a partir de un estudio de cincuenta y dos estaciones si mal no recuerdo—, en el que hubo 
participación de Unvenu y de las partes que tienen que participar. En ese momento, se construyó una 
paramétrica que determinó la fijación de la bonificación por costos, pero luego no se aplicó el 
reconocimiento de esos costos. A esto hay que agregarle la decisión del Poder Ejecutivo —que no 
queremos analizar— en cuanto al uso de la tarjeta que, según el estudio CPA Ferrere, llevaría a un 

60 % de disminución de la bonificación. No sé si esto es así, pero es a lo que hemos arribado por lo 
que hemos escuchado. Tenemos algunos informes y pudimos acceder a parte de las conclusiones de 
la consultora —no a todas—, en las que se habla de costos no contemplados en el camión de reparto, en 
las horas extra del personal y de seguridad, etcétera, y, como decía, el Decreto  n.” 131/016 del Poder 
Ejecutivo. 


Por lo tanto, la pregunta es la siguiente: ¿el Poder Ejecutivo y Ancap han hecho alguna 
evaluación del sistema de distribución de combustible? Esta interrogante puede parecer obvia, pero la 
conclusión a la que he arribado es que hay una especie de apropiación del margen de los 
estacioneros, es decir, porque anunciaron que precisaban USD 38:000.000, se los dieron, pero les 
dijeron que se debían ajustar con ese dinero. Inclusive, me gustaría saber cuántas estaciones de 
servicio hay actualmente con alguna instancia judicial contra Ancap, en función de la no aplicación de 
las medidas vinculadas a la paramétrica. 


Entonces, ¿se ha evaluado el sistema? ¿Se llegó a la conclusión de que el sistema está mal y 
que se debe cambiar? ¿Cuáles son, a juicio del Poder Ejecutivo y de Ancap, los elementos que 
funcionan mal? ¿Dónde está el mal funcionamiento del sistema de distribución? Porque si en más de 
veinte años el mismo sistema funcionó —bien o mal, ahora me lo dirán— y le dio ganancia de millones 
de dólares a Ancap, llego a la conclusión de que el factor de las pérdidas no fue el sistema. Es una 
conclusión básica. 


¿Los riesgos que se corrieron con las modificaciones fueron evaluados? Si se cambió el 
sistema porque había que hacerlo, ¿qué riesgos supuso? ¿Cuáles son los parámetros por los cuales 
se determina la eficiencia del sistema? ¿Cómo se concluye si es eficiente el sistema? ¿Cuáles son las 
ventajas y las desventajas de determinar la bonificación por paramétrica? ¿Se está cuestionando cómo 
se determina? 


Quien les habla fue director de Ancap por treinta meses y, por algunos menos, director de 
Ducsa; planteé el tema en oportunidad de haber votado en contra, en solitario, la aplicación de la 
paramétrica, lo cual no es nuevo. La lógica es la siguiente: si existe la paramétrica, si a ella se arribó o 
se la concluyó a partir de un estudio para determinar los costos de la estación tipo, con todas las partes 
involucradas en las consecuencias de esto, ¿por qué no se aplica? Entonces, ¿cuál es la ventaja o la 
desventaja de tener este sistema? 


Quiero aprovechar la comparecencia para no quedarme con una opinión apresurada, por si 
alguno de estos datos no son los que se han manejado. 


He escuchado que también se permitiría la integración vertical en los nuevos contratos de los 
sellos, hasta en un 10 % de las estaciones. Fue algo muy discutido en el período pasado y también en 
el anterior, porque algunos sellos lo pedían y otros no. Tal vez unos se vean más afectados que otros, 
porque de las 487 o 490 estaciones que debe haber —lo digo de memoria—, casi 300 las tiene Ducsa. 
Es decir que estamos haciendo dueño a Ducsa — Ancap de 30 estaciones más... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con todo respeto, señor senador, ¿puede concretar las preguntas? 


SEÑOR CAMY.- También con todo respeto, señora presidenta, quiero decir que fui uno de los que 
sugirió la presencia de los invitados porque quería preguntar y hablar sobre el tema. 


En definitiva, Ducsa podría ser dueña de treinta estaciones, ¿cuál va a elegir? ¿La 
sociogeográfica? ¿O va a ir por las grandes, por esas a las que, además, estas modificaciones que se 
proponen les están determinando la suerte? 


¿En las modificaciones se plantea la posibilidad de que haya nuevas distribuidoras? Acá hay 
un sistema regulado y alguna de estas propuestas implica su modificación, así que ¿se plantea la 
modificación para adquirir combustible también por la vía de la importación? Obviamente no está en la 
propuesta y no se trata de afectar el monopolio, pero pregunto por el análisis por el cual se concluye 
esta modificación que implica liberar parte de la cadena. ¿Eso también se evaluó? 


En honor a la solicitud de la señora presidenta, por ahora, estas son mis preguntas. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Gracias, señor senador. 

La delegación solicita un cuarto intermedio de cinco minutos, por razones humanitarias. 
(Se vota). 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios pasa a cuarto intermedio 
por cinco minutos. 


(Es la hora 19:22). 
(Vueltos a sala). 
(Ocupa la presidencia el señor senador Delgado). 


SEÑORA MINISTRA.- Antes de que haga uso de la palabra la presidenta Jara, quiero hacer algunas 
aclaraciones conceptuales que me parecen importantes en respuesta a algunas observaciones y 
preguntas que realizó el señor senador. 


El hecho de que un sistema sea regulado no está directamente vinculado con el modelo de 
bonificación; que un sistema sea regulado no quiere decir que no se pueda discutir el monto de una 
bonificación ni el modelo de cómo se calcula ese monto. Entonces, acá no se está planteando una 
desregulación del sistema, para nada, sino un camino más transparente de la relación entre Ancap, las 
distribuidoras y los estacioneros. Pero, reitero, de ninguna manera se está planteando una 
desregulación. Es una falsa dicotomía asociar regulación con asegurar costos de un modelo que, 
además, no se condice con la realidad por la gran dispersión que hay en la dimensión de todas las 
estaciones. Este es un modelo que si no planteábamos, justamente, la estación del pueblito más 


chiquito se iba a fundir. Eso iba a suceder si no hacíamos este cambio. Porque ¿qué pasa? Lo que 
tiene de bueno el sistema actual es que exista cobertura universal, como decía la presidenta Marta 
Jara, que haya igualdad de condiciones y que llegue a todas las estaciones el mismo precio, todo eso 
está muy bien y es una de las cosas que se van a mantener, pero si no hacíamos estos cambios, a 
veces, pasan grandes clientes por el pueblito más chiquito y no cargan allí porque tienen un descuento 
del 60 % u 80 % en enormes estaciones que quedan en otro lugar. Justamente algunos aspectos de 
este modelo van a salvar esto. Este modelo no es en absoluto en contra de los trabajadores, porque a 
todos nos importa mucho mantener los puestos de trabajo. La prueba de ello es que ni el PIT CNT ni 
Fancap apoyaron la medida patronal tomada por Unvenu y, además, las cifras son incomparables. 


Hay otra serie de detalles que corresponde que las aclare la presidenta Jara. 


SEÑORA JARA.- Creo que muchos de los puntos que comenta el señor senador Camy fueron 
expuestos al principio de la intervención. Por supuesto, hemos hablado del sistema, coincidimos en 
que es un sistema que tiene características buenas, y las volvió a repetir la señora ministra. En un 
sistema regulado, justamente, el rol del regulador es oponerse al interés del regulado estableciendo 
cuál es la renta razonable. Entonces, cuando escuchamos decir a los representantes de Unvenu en la 
comisión que de la asociación que reúne a las asociaciones de vendedores de nafta de Latinoamérica, 
ellos tienen el mejor sistema, no me caben dudas de que es así, porque tienen una renta espectacular, 
con muy poco riesgo. Entonces, es una visión muy particular; no sé a qué se refieren cuando hablan de 
que es el mejor sistema. El combustible tiene que tener su especificación, evidentemente no puede 
haber adulteraciones y debe haber una red con cobertura. A partir de nuestra evaluación, creemos que 
estos parámetros se pueden conjugar a través de un sistema más eficiente. 


El senador preguntó por qué estos USD 36:000.000 de la cadena de distribución secundaria y 
no esos mismos USD 36:000.000 o USD 38:000.000 de otras iniciativas. En realidad, no es uno o lo 
otro. Reiteramos que estamos comprometidos en equilibrar los números de Ancap y se necesita todo 
para lograr mayores eficiencias; no es una cosa o la otra. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a hacer un comentario al pasar. La contundencia que se muestra con 
respecto a quienes distribuyen no la hemos visto cuando pedimos definiciones en otras áreas donde se 
pierde mucho más dinero. Estamos estudiando, haciendo diagnósticos, y quizás la contundencia que 
tuvo la ingeniera Saldanha para negociar con el fletero de la cal, la vemos en este aspecto por 

USD 38:000.000 y no en el cemento y en otras áreas donde se está dilatando la situación. 


Más allá de eso, para tratar de formarnos una opinión, me gustaría conocer la visión del 
director de la oposición, contador Labat, sobre este nuevo esquema propuesto, dado que además de 
representar a su partido representa a toda la oposición en el directorio. 


SEÑOR LABAT.- En mi opinión, el modelo de distribución —como todo modelo, y más aún este, que 
tenía cuarenta años— tiene varios aspectos seguramente mejorables. Lo primero que debemos decir es 
que, obviamente, los problemas de Ancap no pasan —ni pasaban- por el modelo de distribución. Dicho 
esto, creo que deberíamos poner la situación en contexto. Hoy la bonificación de una estación por el 
gasoil es de un poquito más de $ 4 y el gasoil que vende Ancap está $ 12 por encima de la paridad de 


importación que publica la URSEA y que coincide con el precio de importación de Ancap de los últimos 
días; quiere decir que no es una entelequia. 


Entonces, estamos hablando de $ 4 contra una diferencia de $ 12 en una empresa que casi 
no gana. Tal vez estoy yendo un poco rápido para quienes no manejan este tipo de números, pero si 
una empresa cobra $ 12 más caro que el precio de importación y sale empatada, como está Ancap, 
quiere decir que los costos de Ancap están $ 12 por encima de los de otra empresa de referencia en el 
mundo. 


Por eso, cuando nos ponemos a discutir la distribución, creo que hay que hacerlo, obviamente 
sobre $ 4. Sobre $ 12 que tenemos en otro lado, no es el aspecto más importante. 


Repito, creo que sí había muchas cosas para discutir. Considero que hay cierta perversidad 
en la negociación. Durante muchos años se dio que los convenios salariales, en el caso de las 
curtiembres, por ejemplo, la patronal discute con los trabajadores. Acá, en lugar de discutir la Unvenu 
con los trabajadores, es decir, los pisteros, discutía el directorio de Ancap. Y pienso que eso era una 
perversidad que tenía el sistema. ¿Por qué? Porque el directorio de Ancap terminaba poniendo el 
dedito para arriba si se daba un aumento o no se otorgaba. En este sentido, la propia Unvenu se queja 
de que, a veces, el propio directorio de Ancap daba más de lo que ellos estarían dispuestos a dar, pero 
no importaba porque Ancap pagaba igual. Por tanto, reitero, considero que esa es una perversidad del 
sistema. 


Dicho esto, y lo que quizás empezó que podía ser una buena idea para regular esa 
situación... 


SEÑOR BORDABERRY.- Disculpe. Para que se entienda lo que está diciendo el director Labat, quiero 
indicar que lo que se paga por aumentos salariales integra la paramétrica que Ancap paga a las 
distribuidoras. Por ende, si bien los estacioneros eran quienes ¡ban al ministerio y negociaban con los 
empleados, lo que sucedía era que Ancap era la que decidía que aumentaran o no porque, en 
definitiva, era la que pagaba la cuenta. Ese fue el sistema, y así nos lo explicaron cuando vinieron 
muchas veces a la comisión investigadora. Después, algunas veces lo reconocían y otras, no. Pero 
Unvenu nunca aceptaba un aumento en el ministerio si el directorio de Ancap no se lo indicaba. Esa 
era la situación. 


Quería explicar esto para que quedara más claro porque el director tomó un atajo y lo dijo al 
pasar. Gracias. 


SEÑOR LABAT.- Ese es un ejemplo. Otra cosa que me gustaría ver es un papel mucho más fuerte de 
la Ursea regulando el mercado, es decir que no sea la propia Ancap la que da las estaciones y los 
permisos. Por eso, creo que había muchos aspectos en los que trabajar. Lamentablemente, pienso que 
estos se han ido dejando de lado y hemos terminado en un modelo en el que, en realidad, sus 
parámetros no están demasiado claros. Ese modelo termina interviniendo más en el mercado, 
decidiendo cuánto tiene que cobrar una estación y cuánto tiene que cobrar la otra. Termina esa falsa 
dicotomía de chicos y grandes con la que discrepo, porque cuando uno entra a rascar estación por 
estación se da cuenta de que hay estaciones sobre la rambla, en muy buenos puntos de Montevideo, 
que van a recibir y que hoy son estaciones chicas. Y son chicas porque tienen el piso de pedregullo en 
vez de hormigón, porque no tienen techo, porque no tienen la marca. 


Una cosa es si hablamos de la estación de Blanquillo, que sin duda es una estación chica y 
probablemente haya que protegerla y otra cosa son algunas estaciones chicas que no hay que 
protegerlas necesariamente. 


Creo que los uruguayos ya hemos tenido muchas experiencias donde empezamos a decidir 
cuánto tiene que ganar uno y otro, y sabemos cómo terminan. 


Entonces, lo que no me gusta de esto es que Ancap se sigue metiendo más. 


Hace unos instantes el señor senador Camy preguntaba por el tema de las estaciones. Ese 
es un parámetro que hoy no está claro en el modelo, es decir, si Ancap va a tener cero, diez o veinte 
estaciones. Yo aspiraría a que no tuviera veinte. Entonces, ¿para qué voy a dejar la posibilidad de que 
tenga veintiocho estaciones? Eso, por un lado, como regulación del sistema. Creo que aun cuando uno 
diera por buenos algunos aspectos que no le hacen bien al sistema, si le sacan un 25 % a cualquier 
empresa del país —y le puede pasar a cualquier empresario que le saquen el 28 % o el 25 % de sus 
ingresos brutos, entiendo que en general todos tienden a llorar y protestar— no dan los números; uno 
los mira y no cierran. Supongamos que a una empresa le quedan 3 %, 4 % o 5 % de margen final —y 
no creamos que va a quedar dando pérdidas— las tasas de retorno que uno puede calcular sobre las 
inversiones que pueden hacer no dan y los números con los que he jugado no me cierran. No conozco 
los cálculos que han hecho los grupos de trabajo, los números finos, pero la verdad no me da. Me 
parece que se desperdician oportunidades, porque podríamos haber hecho cambios en el sistema. 
Creo que incluso —dada la situación de Ancap-, se podría haber dicho: «Las estaciones y las 
distribuidoras no tienen la culpa de la situación de Ancap, pero le vamos a pedir un esfuerzo como le 
estamos pidiendo a los productores de caña de azúcar en Bella Unión y los fleteros». Me parece que 
las alícuotas que se están manejando están desproporcionadas. 


Mi opinión, intentando resumir, es que estamos perdiendo la oportunidad de hacer reformas y 
correcciones al sistema para mejorarlo, puede ser más eficiente y barato, pero en lugar de eso vamos 
a decidir, casi que desde arriba, cómo tiene que funcionar y hasta filosóficamente me parece que no es 
el camino. Esa es mi opinión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La Ursea tuvo algún informe al respecto? ¿Se la consultó? ¿El directorio de 
Ancap votó el nuevo sistema? ¿Cuándo lo votó y en qué forma lo hizo? Me imagino que fue con un 
informe jurídico habilitante. 


SEÑOR LABAT.- La primera pregunta no la puedo responder o, por lo menos, confirmar. No sé si la 
Ursea fue consultada. 


La segunda sí puedo contestarla. El directorio no votó nada porque de hecho no hay un 
modelo escrito. Entiendo que lo que se votó la semana pasada fue la propuesta de un contrato por seis 
meses a la distribuidora. Dicho sea de paso, se trata de un contrato que ya se le había mandado a la 
distribuidora. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Primero se le mandó el contrato y después se sometió a la aprobación del 
directorio? 


SEÑOR LABAT.- Se le mandó un borrador. El contrato no está firmado. 


SEÑORA JARA.- Quería tomar algunos de los puntos que mencionaba el director Labat, porque me 
parece que si bien respetamos su opinión y en el directorio interactuamos de forma muy valiosa, creo 
que no ha sido consistente, porque justamente Ancap se está retirando de la intervención con los 
agentes del mercado. Como bien se dijo, Ancap terminó dando una venia —por decirlo de alguna 
forma-— sobre el aumento de los salarios, sobre todos los costos que las estaciones iban a asumir, y lo 
que hicieron fue darse vuelta y ver si Ancap estaba dispuesto a reconocerlo de alguna manera. Como 
bien se dijo, nosotros creemos que eso tenía un elemento perverso porque quitaba el incentivo, porque 
quien gestiona los costos es el que los asume; es decir que quien está más cerca de poder controlar 
esos costos sea quien los asuma. Y todos sabemos que Ancap, como interlocutor, muchas veces está 
sujeta a presiones y termina concediendo por presiones de los diferentes grupos de interés. Si dejamos 
al mercado interactuar, va a acomodarse mucho mejor. 


Lo que estamos haciendo es reconocer la gran heterogeneidad del universo de estaciones de 
servicio y establecer franjas en vez de una única bonificación, porque cada franja merece una 
consideración distinta. Entonces, o no permitimos que las más chicas vivan o estamos regalando 
muchísima renta, porque no se justifica que un regulador garantice ese tipo de renta. Y cuando 


hablamos de la rentabilidad de las estaciones de servicio, la pregunta que corresponde es cuál sería la 
rentabilidad justa. No sé si 5 %, pero 20 % seguro que no, porque, ¿cuál es el riesgo que asume una 
estación de servicio? La demanda la tiene asegurada. El margen lo tiene asegurado. Tiene todo 
absolutamente asegurado. Entonces, reitero, no me asombra que los vendedores de nafta se 
pavoneen con sus pares de otros países diciendo que este es el mejor sistema. Claro que sí. Quería 
hacer esta puntualización. 


Por último, en cuanto a la paridad de importación, quiero decir que cuando se corre el modelo 
de optimización de la refinería, este indica, a los precios de paridad de importación, que conviene 
refinar y no importar. Lo que no tiene en cuenta la paridad de importación —de hecho, la Ursea está 
trabajando en ajustar esta metodología— es que en Uruguay hay una ley que obliga a mezclar 
biocombustibles. Entonces, no estamos comparando la misma cosa. Por un lado tenemos el gasoil 
refinado, fósil y, por otro, el gasoil mezcla que incluye biocombustibles. Si calculamos las dos cosas 
nos va a dar otro número. Me parece importante también aclarar este punto. 


SEÑOR CAMY.- Simplemente quiero reiterar que si entienden que fueron respondidas las preguntas 
concretas, me doy por respondido. Creo que no se contestaron. Sobre el sistema de distribución de 
combustibles líquidos con respecto a la evaluación del mismo se me señaló que no todo sistema deja 
de ser regulado por lo que se propone y que prácticamente están en ámbitos de negociación. Entiendo 
que no se me contestó si el Poder Ejecutivo tiene evaluados los riesgos de aplicación de estos 
cambios. Se me dice que aparentemente ganan de más las estaciones, que es demasiada la 
bonificación, que tiene la demanda asegurada, que el negocio no hay forma de que sea comparado en 
el contexto de la región porque tiene todas las facilidades. O sea que no se ven riesgos. En lo personal 
creo que van a existir riesgos. Vamos a tener pérdida de trabajo y algunas estaciones cadáveres en 
nuestro país. Y, expresamente, no se ayuda a las más chicas. A las más perdidas, que son las que 
venden gasoil, que sustancialmente es distinto a vender nafta, no las va a ayudar. Si a lo que se apunta 
es a las definidas sociogeográficamente, determinemos lisa y llanamente un subsidio. Eso es 
transparencia. Pero apliquemos el mandato que recibió el parlamento en la rendición de cuentas. El 
propio texto establece que Ancap debe bajar el costo de distribución para poder evitar nuevas pérdidas 
patrimoniales. O sea, acá no hay eficiencia. Digamos esto con claridad. Acá hablamos de rescatar 
dinero, tal como lo está haciendo el directorio. Ha planteado distintas medidas sobre los temas 
anteriores, pero sobre eso no hice mención. Y se plantea echar mano a la bonificación. Muy bien; 
quiero preguntar qué sentido tiene la paramétrica a la que me referí, si no se toma en cuenta. ¿Por qué 
no se elimina? 


Me responden que se está eliminando. Perfecto; ahora están proyectando eliminarla, pero 
empezó en 2013 la no aplicación y pasó este año. Acá tengo el decreto de la no aplicación; es de este 
año. 


Entonces, eso tuvo una afectación. Hay un estudio de una consultora privada, objetiva, que 
sostiene que el tema de la bonificación afectó sustancialmente a las estaciones. Lo tengo acá; es claro; 
son números. 


En otro orden de cosas, me interesa saber si hubo un equipo técnico que asesorara al 
directorio, al Poder Ejecutivo y a la señora ministra en lo que respecta a la investigación, al diagnóstico 
y a la propia propuesta. En ese caso, quisiera que me dijeran quiénes son las personas, cuál es su 
formación y la procedencia de la opinión técnica en la que se basaron para llegar a las conclusiones y 
a las medidas que adoptarán el Poder Ejecutivo y el directorio de Ancap. 


SEÑORA MINISTRA.- Antes que nada quiero hacer algunas puntualizaciones con respecto a las 
preguntas planteadas sobre la evaluación de riesgo, de impacto y demás. 


Capaz que no se entendió, pero lo dijo la presidenta Jara: en estos ámbitos de diálogo que 
está teniendo Ancap con las distribuidoras, las estaciones y demás, justamente se está planteando un 
período de transición; todo el tiempo se habla de que puede haber temas relacionados con la 
gradualidad; las estaciones de servicio han planteado si se puede estudiar una nueva propuesta de 
franjas, a lo que Ancap ha respondido que sí, que en este período de transición lo pueden hacer; las 
estaciones de servicio han pedido información para elaborar dicha propuesta y Ancap la ha 


proporcionado. Esto demuestra que hay una total apertura a recibir esa propuesta y estudiarla. Con 
esto pienso que respondo la pregunta de fondo del señor senador. 


Otro tema que me parece importante aclarar es que este estudio, este avance, se ha llevado 
adelante por un equipo de más de veinte personas, con calificación para ello. 


SEÑOR CAMY.- Agradezco las respuestas. 


Una de las preguntas que me quedó pendiente, para mí muy importante —más aún si tomo en 
cuenta la respuesta, en la que tenemos discrepancias— en la que se dice que no se va a afectar a las 
estaciones, que están convencidos de que la bonificación es suficiente para sostener el negocio y que 
por eso les aplican el 38 % con la idea de que esa medida no tendrá mayores consecuencias, es la 
siguiente. ¿Por qué razón —me sorprende— se eleva hasta el 10 % la integración vertical de las 
distribuidoras en el negocio? En todo caso, en la medida en que la bonificación se reduce en un 38 % — 
a mí sí me parece que los afectará sustancialmente, y en esto coincido con el director Labat-, se 
agrega que se hará desaparecer el 10 % potencialmente de la cadena de estaciones de servicio que 
hoy integran, en su totalidad, medianas y pequeñas empresas, de más de un dueño, de capitales 
nacionales. 


¿Por qué se deja que las distribuidoras dispongan de ese 10 % que, aparte, en virtud de las 
modificaciones que se proyectan, van a poder negociar con mayores ventajas? 


¿Qué tiene de positivo que a las distribuidoras, que tienen el negocio de distribuir, también se 
les dé la chance de ingresar en las estaciones de servicio? ¿Qué se gana con eso? ¿Qué se visualiza, 
qué se estudió como positivo? ¿Cuál es el elemento que mejora la normativa o qué es lo malo que 
modifica esta medida? 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a agregar a la señora ministra una pregunta para la que no tuvo 
respuesta el señor Labat. 


Me gustaría saber si la Ursea tuvo intervención en el nuevo modelo y si fue consultada. 


SEÑORA MINISTRA.- Lo que se está planteando en esta nueva forma es que no habrá paramétrica, 
porque teníamos a Ancap tomando en cuenta una cantidad de detalles de costos que son inauditables, 
que no se pueden confirmar. Justamente, lo que se está planteando es una bonificación en función del 
volumen vendido. 


Quiero hacer algunas aclaraciones que, en todo caso, luego la presidenta de Ancap, podrá 
aclarar mucho mejor. Por ejemplo, si una estación vende 200.000 litros de un combustible, el sistema 
de franjas se aplica para cada combustible; o sea que en total son 60.000 litros o 300.000 litros. 


SEÑOR CAMY.- De acuerdo. 
SEÑORA MINISTRA.- Esa es la gradualidad que existe. 


La intención o la vocación del sistema planteado es, justamente, la de proteger algunos 
aspectos muy positivos como la universalidad y, por lo tanto, amparar a los más pequeños. Este es un 
tema que veníamos anunciando y la intención también es darle a la Ursea, de manera paulatina, 
mucha mayor injerencia en la regulación. Queremos ir hacia un sistema de fuerte regulación donde la 
Ursea tenga un papel importante, porque en este momento realmente es muy limitado. Nuestra idea es 
aumentar su rol y que Ancap se vaya retirando de ser juez y parte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿En esta propuesta no intervino? 


SEÑORA MINISTRA.- No, porque no tiene competencia alguna para hacerlo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Para mí sí. 
SEÑOR LABAT.- Quiero hacer la siguiente precisión. 


En el caso del gasoil —que fue el ejemplo que cité—, el sobrecosto que tienen los 
biocombustibles es muy insignificante y se ubica en el entorno de $ 1 y no de los $ 12 que mencioné. 


SEÑOR DE LEÓN.- Agradezco al director Labat la aclaración, porque leímos en algunos medios de 
prensa que el presidente del Unvenu señaló que existe un sobrecosto de $ 4 por litro de nafta a raíz de 
la incorporación de los biocombustibles. 


Felicito a Ancap por llevar adelante esta propuesta; era uno de los temas pendientes y 
resultaba muy importante resolverlo. 


Creo que detrás de este planteo de las bonificaciones y de las franjas hay una clara decisión 
de no promover un proceso de concentración de estaciones. De hecho, acá se está hablando de más 
de un dueño por estación, pero no se ha dicho absolutamente nada de cuántas estaciones tienen 
algunos dueños. Este es un tema muy importante del que no se ha hablado. Considero que, en 
muchos aspectos, esto tiene que ver con el sistema que hasta el momento se venía desarrollando en 
relación con las bonificaciones. 


El otro tema que llama la atención en esta discusión —y que es interesante también-— es que 
estamos hablando de un mercado regulado y a veces parecería que nos referimos al libre mercado. 
Cuando hablamos de acuerdos entre Estados nos preocupamos y criticamos, pero cuando lo hacemos 
sobre acuerdos entre Estado y privados se defienden los acuerdos regulados. En esta discusión es 
interesante ver cómo se puede cambiar de uno a otro según los actores que estén involucrados. 


Aquí se ha planteado que el mecanismo es que se hace un acuerdo, Ancap reconoce y a 
partir de eso define el precio. Ancap no define el precio de los combustibles, sino que lo sugiere y es el 
Poder Ejecutivo el que toma la decisión, reconociendo o no los costos que allí se plantean. Al respecto, 
todos recordamos lo que ha ocurrido en años pasados. 


La pregunta que quiero formular responde a una preocupación. Por un lado, estamos de 
acuerdo con el tema de las bonificaciones, es decir el nuevo franjeo. La duda que nos queda —tal vez 
porque no conocemos en detalle la propuesta— es lo relativo a la desregulación y a la distribución 
secundaria. Me pregunto si eso afectaría al estacionero al no poder trasladarse los beneficios. 
Concretamente consulto si la distribución secundaria va a mantener la bonificación que se determinó 
previamente o si esa «desregulación» de esa distribución secundaria podría generar un problema —me 
refiero a la mejora de la logística y de las capacidades instaladas que tienen los grandes-— que afecte la 
propuesta del franjeo de la bonificación. Planteo esta duda, más allá de que estamos de acuerdo con 
que esta propuesta que se está llevando adelante tenga todas esas premisas que, fundamentalmente, 
tratan de que se siga manteniendo un sistema que funciona. Hay que tener presente que estamos en 
un sistema que no es de libre mercado, por lo que hay que mantener ciertas condiciones que tratan de 
evitar que se desarrolle un proceso de concentración en la distribución secundaria y en las estaciones. 


SEÑORA MINISTRA.- Con respecto a la pregunta, señalo que eso es parte de la negociación con las 
distribuidoras y responde a la preocupación de que el sistema de franjas sea aplicado. 


SEÑORA JARA.- Puedo abordar los dos temas: el de la integración vertical y el del traslado de las 
franjas de bonificaciones. Trato estos dos temas juntos porque son una prueba de que, efectivamente, 
hemos escuchado las reacciones de los actores y hemos tratado de acomodar el modelo en la medida 
de lo posible para acercar posiciones. Entre los aspectos que más resistieron los vendedores de nafta 
fueron justamente estos dos. Hoy cada distribuidora tiene derecho a ser propietaria de 4 estaciones. La 
empresa Canopus pertenece a Ducsa, por lo que esta última podría tener 8 estaciones, pero en la 


práctica se limitó a tener 2. Esto no significa que necesariamente vayan a avanzar hacia abajo en la 
cadena tratando de ser estacioneros, porque eso implicaría tener terrenos, hacer inversiones, manejar 
personal, etcétera. Ahora bien, ¿por qué las distribuidoras quieren tener estaciones? Porque eso les 
permite agregar valor a la red mediante la implementación de pilotos y de contar con inteligencia de 
mercado de primera mano. Normalmente, todas las pruebas se hacen en la estación propia, aunque 
después se puede hacer un roll out al resto de la red. Muchas veces, la estación propia de la 
distribuidora prueba 5, 6 o 7 conceptos a pérdida en una estación seleccionada y recién el octavo, que 
es exitoso, lo lleva a las estaciones. Ese era nuestro objetivo, que apuntaba a permitir que las 
distribuidoras efectivamente aporten a reducciones genuinas de costos o a incrementos genuinos de 
margen. Sin embargo, hay una gran aprensión por parte de los dueños de estaciones de servicio. 
Nosotros estamos dispuestos a acomodar ese tipo de condiciones. 


En cuanto a las bonificaciones, originalmente planteamos que Ducsa manejara ese franjeo y 
que —dada su preponderancia en el mercado- fijara los estándares en el mercado, teniendo en cuenta 
además que se va a permitir el cambio de sellos. Era una forma de poner un límite a las distribuidoras 
en la negociación con los estacioneros. Si las condiciones que ofrecía una distribuidora no servían, se 
daba la posibilidad de recurrir a otra. Sin embargo, repito, los concesionarios de los sellos Axion y 
Petrobras, se sintieron muy desprotegidos e insisten en que las bonificaciones se trasladen. 


Lo que planteamos es que a partir de pasado mañana, en los contratos nuevos, se cambien 
los parámetros económicos; es lo único que estamos solicitando. Creemos que es un paso muy 
importante pero con ello no estamos modificando todo el esquema. En este período de transición nos 
vamos a sentar a escribir esas reglas, la letra chica. No somos soberbios ni sordos; nos interesa ver en 
qué medida los actores pueden perfeccionar el sistema pero, obviamente, hay oposición de intereses. 
Pensamos que la forma de resolver esto es dejar anclados ciertos paradigmas como la paramétrica y la 
rentabilidad, que está basada en una información muy asimétrica pero que se aplica homogéneamente 
a todo el sistema —lo que hace que por definición tenga que ser muy holgada- y luego cerrar el modelo 
con todos los actores, en un período de transición. 


SEÑOR CAMY.- Hablamos mucho de las estaciones pero tengo entendido que también se plantea una 
disminución en los márgenes. El tema fletes, que es un tercer componente de la distribución, ¿se va a 
ver afectado en sus costos o se van a mantener? ¿Se está evaluando hacer una apertura también en 
el mercado de los fletes? 


SEÑORA JARA.- Los fletes son el eslabón de la cadena que menos pesa en términos de costos. 
Sabemos que hay formas de hacer esto de manera más eficiente, lo que tiene mucho que ver con el 
ruteo, con que las cisternas salgan llenas y con la interfase lo reconozco— que ofrece Ancap con la 
distribución primaria. Sobre ese tema ya empezamos a trabajar profundamente. 


Los fletes no van a estar discriminados en los contratos. Entonces, Ancap no quiere entrar en 
una discusión de cuánto tiene que costar el kilómetro. Por supuesto, equilibramos consideraciones 
económicas con otro tipo de parámetros. No vamos a dar nuevos permisos para el ingreso a las 
plantas porque eso sería exponer a las microempresas —a veces solo tienen un camión- a que 
aparezcan grandes flotas que consiguen esos registros y las dejan afuera de un día para el otro. 
Nosotros queremos evitar esa conflictividad. Pensamos que la oportunidad que hay ahí, en magnitud, 
es muchísimo menor. Entonces, vamos a trabajar con los dueños de camiones y con choferes para 
poder introducir eficiencias que, de hecho, se han ido produciendo en los últimos tiempos. 


Si miramos el tamaño promedio de la cisterna, vemos que ha aumentado, pero evitando dejar 
fuera del negocio —como hacemos con las estaciones chicas- muchas empresas pequeñas que se 
dedican a flete y que realmente han hecho un trabajo muy importante en lo que tiene que ver con las 
certificaciones y garantizar la calidad, entre otras cosas. El sistema de Uruguay de distribución, de 
logística de camiones es bastante bueno y seguro y, nuevamente quiero señalar que es una de los 
aspectos que queremos preservar. 


SEÑORA TOURNÉ.- Para ir cerrando esta excelente comparecencia, quería agradecer profundamente 
la enorme paciencia que nos han tenido y el respeto recibido por parte de la señora ministra y del 
directorio, que no es menor. Lamentablemente, al mismo tiempo que hago estas consideraciones 


recibo la información de la publicación en el diario El País del día de hoy de un demasiado sucinto 
reporte de esta comparecencia. Allí se grafica al directorio de Ancap y a la señora Ministra como 
inflexibles y salen calificaciones sobre la forma de conducir el conflicto por parte de los senadores y 
donde se nos informa el llamado a la mesura que el director, representante de la oposición, ha hecho. 
Estas cosas no contribuyen a la mejor resolución de las situaciones que con tan buena voluntad, 
profesionalidad, dedicación y respeto hacia esta Cámara ha demostrado, tanto la señora ministra y su 
equipo, como el directorio de Ancap. 


Lamento profundamente que una vez más sucedan estas cosas que no dan cuenta real de lo 
que fue el proceso de discusión en esta comisión. Tal vez mañana el titular del diario El País cambie; 
suele suceder. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nadie es maestro de nadie, todo el mundo es grande y sabe lo que hace. 


Quiero hacer, en primer lugar, una reflexión personal y, en segundo término, una institucional, 
como presidente de la comisión. 


En lo personal, quería señalar que la señora ministra tiene una gran responsabilidad hacia 
adelante, porque es quien debe dirigir este proceso. Ancap, es juez y parte en esto, entonces, desde el 
ministerio se genera otra perspectiva mucho más abierta, con la responsabilidad política de dirigir este 
proceso para que salga lo mejor posible. 


Siempre trato de ser positivo y me quedo con las últimas palabras que se expresaron. Me 
parece que encontramos, por lo menos, una puerta abierta para generar las condiciones necesarias 
para discutir algunos temas. Me quedo con eso. Si bien no se renueva lo de antes, por lo menos en 
esta última instancia tenemos la esperanza de que las cosas se canalicen por caminos de cordura, 
negociación, diálogo y que los impactos negativos sean menores. Muchos son los problemas que 
tenemos como para agregarle otros, sobre todo teniendo en cuenta que todo puede ser mejorable. 


Atítulo institucional quiero agradecer en nombre de la comisión la extensa comparecencia de 
la señora ministra, del directorio de Ancap y de sus asesores, en la que se han abordado dos temas 
áridos y no se han negado a responder ninguna pregunta. Esto hay que valorarlo. 


Nuevamente agradecemos a la señora ministra, al directorio de Ancap y a su equipo por la 
información brindada. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 20:14). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


